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(Actos adoptados en aplicación del título V del Tratado de la Unión Europea)

ACCIÓN COMÚN DEL CONSEJO
de 27 de mayo de 2002

relativa al apoyo financiero al proceso de negociación internacional para la adopción de un código
de conducta internacional sobre la lucha contra la proliferación de misiles balísticos

(2002/406/PESC)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de la Unión Europea y, en particular, su
artículo 14,

Considerando lo siguiente:

(1) El Consejo adoptó el 14 de mayo de 2001 unas conclu-
siones sobre la no proliferación de misiles.

(2) El Consejo Europeo de Gotemburgo adoptó el 16 de
junio de 2001 una Declaración sobre la prevención de la
proliferación de misiles balísticos, en la que destacaba su
compromiso en la lucha contra la proliferación de
misiles balísticos basada en la universalización del
código de conducta internacional (en lo sucesivo, «el
ICOC»).

(3) La Unión ha promovido activamente el proceso de
universalización del ICOC.

(4) La primera reunión sobre el ICOC fue organizada por el
Gobierno francés en París los días 7 y 8 de febrero de
2002, y la Unión desea facilitar la celebración de una
segunda reunión en Madrid mediante su ofrecimiento de
un apoyo financiero para tal fin.

HA ADOPTADO LA PRESENTE ACCIÓN COMÚN:

Artículo 1

1. Para facilitar el proceso de negociación internacional ad
hoc para terminar el ICOC conducente a una conferencia inter-
nacional para su adopción a más tardar en 2002, la Unión
Europea contribuirá al apoyo financiero para la celebración de

una segunda reunión del ICOC en Madrid. Dicha reunión estará
presidida por la Presidencia de la Unión Europea en estrecha
coordinación con el presidente de la primera reunión.

2. La ayuda financiera cubrirá los costes de organización,
puesta en marcha y acogida de la conferencia, exceptuando los
gastos de viaje y alojamiento de los participantes en la misma.

Artículo 2

1. El importe de referencia financiera para la aplicación del
artículo 1 será de 55 000 euros.

2. La gestión de los gastos financiados con la cantidad indi-
cada en el apartado 1 se realizará con arreglo a los procedi-
mientos y normas aplicables al presupuesto general de la Unión
Europea.

Artículo 3

La presente Decisión entrará en vigor el día de su adopción.

Será de aplicación hasta el 31 de diciembre de 2002.

Artículo 4

La presente Decisión se publicará en el Diario Oficial.

Hecho en Bruselas, el 27 de mayo de 2002.

Por el Consejo

El Presidente

M. ARIAS CAÑETE
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I

(Actos cuya publicación es una condición para su aplicabilidad)

REGLAMENTO (CE) No 889/2002 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO
de 13 de mayo de 2002

por el que se modifica el Reglamento (CE) no 2027/97 del Consejo sobre la responsabilidad de las
compañías aéreas en caso de accidente

(Texto pertinente a efectos del EEE)

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN
EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en
particular el apartado 2 de su artículo 80,

Vista la propuesta de la Comisión (1),

Visto el dictamen del Comité Económico y Social (2),

Previa consulta al Comité de las Regiones,

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo
251 del Tratado (3),

Considerando lo siguiente:

(1) En el marco de la política común de transportes, es
importante garantizar un nivel de indemnización
adecuado a los pasajeros víctimas de accidentes aéreos.

(2) El 28 de mayo de 1999 se acordó en Montreal un nuevo
Convenio para la unificación de ciertas reglas para el
transporte aéreo internacional por el que se establecen
unas nuevas normas mundiales sobre responsabilidad en
caso de accidente en el transporte aéreo internacional (4)
que sustituyen a las del Convenio de Varsovia de 1929 y
a sus modificaciones posteriores.

(3) El Convenio de Varsovia seguirá coexistiendo con el
Convenio de Montreal durante un tiempo indetermi-
nado.

(4) El Convenio de Montreal prevé un régimen de responsa-
bilidad ilimitada en caso de muerte o lesión de un
pasajero del transporte aéreo.

(5) La Comunidad ha firmado el Convenio de Montreal
manifestando su intención de convertirse en parte del
acuerdo mediante su ratificación.

(6) Resulta necesario modificar el Reglamento (CE) no 2027/
97 del Consejo, de 9 de octubre de 1997, sobre la
responsabilidad de las compañías aéreas en caso de acci-

dente (5) a fin de ajustarlo a lo dispuesto en el Convenio
de Montreal y crear de esta manera un sistema uniforme
de responsabilidad para el transporte aéreo interna-
cional.

(7) El presente Reglamento y el Convenio de Montreal
refuerzan la protección de los pasajeros y las personas a
su cargo y no podrá ser interpretado de forma que
disminuya su protección respecto de la legislación
vigente el día de adopción del presente Reglamento.

(8) En el mercado interior de la aviación ha desaparecido la
distinción entre transporte nacional y transporte interna-
cional y, por consiguiente, conviene establecer el mismo
nivel y la misma naturaleza de responsabilidad tanto en
el transporte nacional como en el internacional en la
Comunidad.

(9) De acuerdo con el principio de subsidiariedad, es acon-
sejable una acción de ámbito comunitario con el fin de
crear una normativa única para todas las compañías
aéreas comunitarias.

(10) Un sistema de responsabilidad ilimitada en caso de
muerte o lesión del pasajero resulta adecuado en el
contexto de un sistema de transporte aéreo moderno y
seguro.

(11) Las compañías aéreas comunitarias no deben poder
acogerse al apartado 2 del artículo 21 del Convenio de
Montreal, salvo que prueben que el daño no se debió a
negligencia u otro acto u omisión ilícito de la compañía
o de sus empleados o agentes.

(12) El establecimiento de unos límites de responsabilidad
uniformes para la pérdida, daño o destrucción del equi-
paje y para los perjuicios ocasionados por los retrasos,
aplicables a todos los desplazamientos efectuados por
compañías comunitarias, garantizarán unas normas
simples y claras tanto para los pasajeros como para las
compañías aéreas y permitirán que los pasajeros sepan
cuándo resulta necesario contratar un seguro adicional.

(1) DO C 337 E de 28.11.2000, p. 68 y
DO C 213 E de 31.7.2001, p. 298.

(2) DO C 123 de 25.4.2001, p. 47.
(3) Dictamen del Parlamento Europeo de 5 de abril de 2001 (DO C

21 de 24.1.2002, p. 256), Posición común del Consejo de 19 de
diciembre de 2001 (DO C 58 E de 5.3.2002, p. 8) y Decisión
del Parlamento Europeo de 12 de marzo de 2002.

(4) DO L 194 de 18.7.2001, p. 38. (5) DO L 285 de 17.10.1997, p. 1.
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(13) Resultaría poco práctico para las compañías aéreas
comunitarias y desorientador para sus pasajeros que se
aplicasen regímenes de responsabilidad distintos en itine-
rarios distintos de sus redes.

(14) Es aconsejable liberar a las víctimas de un accidente y a
las personas a su cargo de problemas económicos a
corto plazo en el período inmediatamente posterior a un
accidente.

(15) El artículo 50 del Convenio de Montreal exige que las
partes garanticen que las compañías aéreas se hallen
adecuadamente aseguradas, y es necesario tener en
cuenta lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento
(CEE) no 2407/92 del Consejo, de 23 de julio de 1992,
sobre la concesión de licencias a las compañías aéreas (1)
al cumplir esta disposición.

(16) Conviene facilitar información básica a todos los pasa-
jeros sobre las reglas de responsabilidad aplicables, de
manera que éstos puedan contratar seguros adicionales,
en caso necesario, antes de efectuar el desplazamiento.

(17) Será necesario revisar los importes establecidos en el
presente Reglamento para tener en cuenta la inflación,
así como cualquier revisión de los límites de responsabi-
lidad del Convenio de Montreal.

(18) Cuando sean necesarias nuevas normas para aplicar el
Convenio de Montreal en aquellos puntos que no
contempla el Reglamento (CE) no 2027/97 corresponde
a los Estados miembros adoptar dichas disposiciones.

HAN ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

El Reglamento (CE) no 2027/97 se modificará como sigue:

1) El título se sustituirá por el texto siguiente:

«Reglamento (CE) no 2027/97 del Consejo, de 9 de octubre
de 1997, relativo a la responsabilidad de las compañías
aéreas respecto al transporte aéreo de los pasajeros y su
equipaje».

2) El artículo 1 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 1

El presente Reglamento desarrolla las disposiciones perti-
nentes del Convenio de Montreal en relación con el trans-
porte aéreo de pasajeros y su equipaje y establece determi-
nadas disposiciones complementarias. También hace
extensiva la aplicación de dichas disposiciones al trans-
porte aéreo en el interior de un Estado miembro.».

3) El artículo 2 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 2

1. A efectos del presente Reglamento, se entenderá por:

a) “compañía aérea”: toda empresa de transporte aéreo
que posea una licencia de explotación válida;

b) “compañía aérea comunitaria”: toda empresa de trans-
porte aéreo que posea una licencia de explotación
válida concedida por un Estado miembro de confor-
midad con lo dispuesto en el Reglamento (CEE) no
2407/92;

c) “persona con derecho a indemnización”: el pasajero o
cualquier persona con derecho a reclamar respecto de
dicho pasajero, de conformidad con la normativa apli-
cable;

d) “equipaje”: tanto el equipaje registrado como el no
registrado en el sentido del apartado 4 del artículo 17
del Convenio de Montreal, salvo en los casos en que se
especifique otra cosa;

e) “DEG”: Derechos Especiales de Giro según la definición
del Fondo Monetario Internacional;

f) “Convenio de Varsovia”: el Convenio para la unificación
de ciertas reglas relativas al transporte aéreo interna-
cional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929,
o el Convenio de Varsovia tal como fue modificado en
La Haya el 28 de septiembre de 1955 y el Convenio
complementario del Convenio de Varsovia celebrado en
Guadalajara el 18 de septiembre de 1961;

g) “Convenio de Montreal”: el Convenio para la unifica-
ción de ciertas reglas para el transporte aéreo interna-
cional, firmado en Montreal el 28 de mayo de 1999.

2. Los términos incluidos en el presente Reglamento no
definidos en el apartado 1 serán equivalentes a los que
figuran en el Convenio de Montreal.».

4) El artículo 3 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 3

1. La responsabilidad de una compañía aérea comuni-
taria en relación con el transporte de pasajeros y su equi-
paje se regirá por todas las disposiciones del Convenio de
Montreal relativas a dicha responsabilidad.

2. La obligación de seguro contemplada en el artículo 7
del Reglamento (CEE) no 2407/92 en lo que se refiere a la
responsabilidad por los pasajeros implica que las compa-
ñías aéreas comunitarias deberán estar aseguradas hasta un
nivel adecuado para garantizar que todas las personas con
derecho a indemnización reciban el importe íntegro a que
tienen derecho conforme al presente Reglamento.».

5) Se añadirá el artículo siguiente:

«Artículo 4

La suma suplementaria que, de conformidad con el apar-
tado 2 del artículo 22 del Convenio de Montreal, puede
solicitar una compañía aérea comunitaria cuando un pasa-
jero haga una declaración especial de interés en la entrega
de su equipaje en el lugar de destino se basará en una
tarifa que guarde relación con los costes adicionales de
transportar y asegurar el equipaje en cuestión respecto de
los ocasionados por el equipaje valorado en el límite de
responsabilidad o por debajo del mismo. Esta tarifa deberá
ponerse a disposición de los pasajeros que lo soliciten.».

6) Se suprimirá el artículo 4.(1) DO L 240 de 24.8.1992, p. 1.
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7) El artículo 5 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 5

1. Sin demora y, en cualquier caso, a más tardar en un
plazo de quince días siguientes a la determinación de la
identidad de la persona física con derecho a indemniza-
ción, la compañía aérea comunitaria abonará los anticipos
necesarios para cubrir las necesidades económicas inme-
diatas, de forma proporcional a los perjuicios sufridos.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los
anticipos no serán inferiores a un importe equivalente en
euros de 16 000 DEG por pasajero en caso de muerte.

3. Un pago anticipado no constituirá un reconoci-
miento de responsabilidad y podrá ser compensado con
cualquier otra cantidad subsiguiente abonada de confor-
midad con la responsabilidad de la compañía aérea comu-
nitaria, pero no será reembolsable salvo en los casos indi-
cados en el artículo 20 del Convenio de Montreal o
cuando la persona que lo haya recibido no sea la titular del
derecho a la indemnización.».

8) El artículo 6 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 6

1. Todas las compañías aéreas, cuando presten servicios
de transporte aéreo en la Comunidad, garantizarán que se
facilite a los pasajeros un resumen de las principales dispo-
siciones por las que se rige la responsabilidad respecto a
los pasajeros y sus equipajes, incluidos los plazos para
presentar una reclamación de indemnización y la posibi-
lidad de hacer una declaración especial para el equipaje, en
todos los puntos de venta, incluida la venta por teléfono y
por Internet. Para dar cumplimiento a este requisito de
información, las compañías aéreas comunitarias harán uso
del aviso informativo contenido en el anexo. Dicho
resumen o aviso informativo no podrá usarse para funda-
mentar una reclamación de indemnización ni para inter-
pretar las disposiciones del presente Reglamento ni las del
Convenio de Montreal.

2. Además de los requisitos en materia de información
establecidos en el apartado 1, con respecto a los servicios
de transporte aéreo prestados o adquiridos en la Comu-
nidad, todas las compañías aéreas facilitarán a cada pasa-
jero una indicación escrita con el contenido siguiente:

— el límite aplicable, si existe, para ese vuelo con respecto
a la responsabilidad de la compañía en caso de muerte
o lesión,

— el límite aplicable para ese vuelo con respecto a la
responsabilidad de la compañía en caso de destrucción,
pérdida o daño del equipaje, acompañado de la adver-
tencia de que si el valor de un equipaje es superior a
esa cifra, debe señalarse este hecho a la compañía aérea
en el momento de la facturación o debe ser asegurado
íntegramente por el pasajero antes de emprender el
viaje,

— el límite aplicable para ese vuelo con respecto a la
responsabilidad de la compañía por el perjuicio ocasio-
nado por un retraso.

3. Para todos los transportes efectuados por compañías
aéreas comunitarias, los límites indicados de acuerdo con
los requisitos de información de los apartados 1 y 2 serán
los establecidos por el presente Reglamento, salvo que la
compañía aérea comunitaria fije voluntariamente unos
límites superiores. En el caso de transportes efectuados por
compañías aéreas no comunitarias, los apartados 1 y 2
sólo se aplicarán en relación con el transporte que tenga
origen, destino o se realice totalmente en territorio comu-
nitario.».

9) El artículo 7 se sustituirá por el texto siguiente:

«Artículo 7

A más tardar tres años después de la fecha de inicio de la
aplicación del Reglamento (CE) no 889/2002 (*), la Comi-
sión elaborará un informe sobre la aplicación del presente
Reglamento. En particular, la Comisión examinará la nece-
sidad de revisar los importes mencionados en los artículos
del Convenio de Montreal pertinentes a la luz de la situa-
ción de la economía y de las notificaciones del Depositario
de la Organización de la Aviación Civil Internacional
(OACI).

(*) DO L 140 de 30.5.2002, p. 2.».

10) Se añadirá el anexo siguiente:

«ANEXO

Responsabilidad de las compañías aéreas en relación con
los pasajeros y su equipaje

Este aviso informativo resume las normas en materia de
responsabilidad aplicadas por las compañías aéreas
comunitarias, de conformidad con la legislación comuni-
taria y el Convenio de Montreal.

Indemnización en caso de muerte o lesión

No hay límite económico fijado para la responsabilidad
en caso de lesiones o muerte del pasajero. Para los
daños de hasta 100 000 DEG (cantidad aproximada en
divisa local), la compañía aérea no podrá impugnar las
reclamaciones de indemnización. Por encima de dicha
cantidad, la compañía aérea sólo puede impugnar una
reclamación en caso de que pueda probar que no hubo
de su parte negligencia ni falta de otro tipo.

Anticipos

En caso de muerte o lesión de un pasajero, la compañía
aérea deberá abonar, en el plazo de quince días desde el
día de la identificación de la persona con derecho a la
indemnización, un anticipo para cubrir las necesidades
económicas inmediatas. En caso de fallecimiento, este
anticipo no podrá ser inferior a 16 000 DEG (importe
aproximado en divisa local).

Retraso del pasajero

En caso de retraso del pasajero, la compañía aérea es
responsable del daño siempre que no haya tomado
todas las medidas razonables para evitar el daño o le
haya sido imposible tomar dichas medidas. La responsa-
bilidad en caso de retraso del pasajero se limita a
4 150 DEG (importe aproximado en divisa local).
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Retrasos del equipaje

En caso de retraso del equipaje, la compañía aérea es
responsable del daño siempre que no haya tomado
todas las medidas razonables para evitar el daño o le
haya sido imposible tomar dichas medidas. La responsa-
bilidad en caso de retraso del equipaje se limita a
1 000 DEG (importe aproximado en divisa local).

Destrucción, pérdida o daños del equipaje

La compañía aérea es responsable en caso de destruc-
ción, pérdida o daños del equipaje hasta la cantidad de
1 000 DEG (importe aproximado en divisa local). Con
respecto al equipaje facturado, es responsable aún
cuando esté exento de culpa, salvo que el equipaje ya
estuviese dañado. Con respecto al equipaje no facturado,
la compañía aérea sólo es responsable de los daños
causados por su culpa.

Límites más elevados para el equipaje

El pasajero puede acogerse a un límite de responsabi-
lidad más elevado efectuando una declaración especial, a
más tardar en el momento de facturar, y abonando una
tarifa suplementaria.

Reclamaciones sobre el equipaje

Si el equipaje facturado ha sido dañado, retrasado,
perdido o destruido, el pasajero debe señalarlo por
escrito a la compañía aérea lo antes posible. Si el equi-
paje dañado es equipaje facturado, el pasajero lo seña-
lará por escrito en el plazo de siete días, y en caso de
retraso, de veintiún días, en ambos casos a partir del día
en que el equipaje se puso a disposición del pasajero.

Responsabilidad de la compañía con la que se ha
contratado el servicio y de la compañía encargada de la
prestación efectiva

Si la compañía aérea encargada del vuelo no es la
misma que la compañía aérea contratante, el pasajero
podrá formular una queja o una reclamación a cual-
quiera de ellas. Si en el billete consta el nombre o el
código de una compañía aérea, ésa es la compañía aérea
contratante.

Plazos de reclamación

Toda reclamación ante un tribunal deberá presentarse en
el plazo de dos años a partir de la llegada de la aero-
nave o del día en que la aeronave hubiese debido llegar.

Fundamento de la información

Las normas arriba descritas se fundamentan en el
Convenio de Montreal de 28 de mayo de 1999,
desarrollado en la Comunidad por el Reglamento (CE)
no 2027/97 [modificado por el Reglamento (CE) no 889/
2002] y por la legislación nacional de los Estados
miembros.».

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su publica-
ción en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

Será aplicable desde ese día o desde el día de entrada en
vigor, para la Comunidad, del Convenio de Montreal, si ello
tuviese lugar posteriormente.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable
en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 13 de mayo de 2002.

Por el Parlamento Europeo

El Presidente

P. COX

Por el Consejo

El Presidente

J. PIQUÉ I CAMPS



REGLAMENTO (CE) No 890/2002 DE LA COMISIÓN
de 29 de mayo de 2002

por el que se establecen valores globales de importación para la determinación del precio de
entrada de determinadas frutas y hortalizas

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 3223/94 de la Comisión, de 21 de
diciembre de 1994, por el que se establecen disposiciones de
aplicación del régimen de importación de frutas y hortalizas (1),
cuya última modificación la constituye el Reglamento (CE) no

1498/98 (2) y, en particular, el apartado 1 de su artículo 4,

Considerando lo siguiente:

(1) El Reglamento (CE) no 3223/94 establece, en aplicación
de los resultados de las negociaciones comerciales multi-
laterales de la Ronda Uruguay, los criterios para que la
Comisión fije los valores a tanto alzado de importación
de terceros países correspondientes a los productos y
períodos que se precisan en su anexo.

(2) En aplicación de los criterios antes indicados, los valores
globales de importación deben fijarse en los niveles que
figuran en el anexo del presente Reglamento.

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Los valores globales de importación a que se refiere el artículo
4 del Reglamento (CE) no 3223/94 quedan fijados según se
indica en el cuadro del anexo.

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el 30 de mayo de
2002.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en
cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 29 de mayo de 2002.

Por la Comisión
J. M. SILVA RODRÍGUEZ

Director General de Agricultura

30.5.2002L 140/6 Diario Oficial de las Comunidades EuropeasES

(1) DO L 337 de 24.12.1994, p. 66.
(2) DO L 198 de 15.7.1998, p. 4.
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ANEXO

del Reglamento de la Comisión, de 29 de mayo de 2002, por el que se establecen los valores globales de
importación para la determinación del precio de entrada de determinadas frutas y hortalizas

(EUR/100 kg)

Código NC Código
país tercero (1)

Valor global
de importación

0702 00 00 052 40,0
204 35,8
999 37,9

0707 00 05 052 94,8
220 154,8
999 124,8

0709 90 70 052 89,0
999 89,0

0805 10 10, 0805 10 30, 0805 10 50 052 50,0
204 48,2
220 86,6
388 66,9
600 53,2
624 78,8
999 64,0

0805 50 10 388 62,4
512 50,0
528 59,6
999 57,3

0808 10 20, 0808 10 50, 0808 10 90 388 84,3
400 101,9
404 114,1
508 73,2
512 81,9
524 83,4
528 76,1
720 156,5
804 106,7
999 97,6

0809 20 95 052 434,6
400 303,6
999 369,1

(1) Nomenclatura de países fijada por el Reglamento (CE) no 2020/2001 de la Comisión (DO L 273 de 16.10.2001, p. 6). El código «999»
significa «otros orígenes».
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REGLAMENTO (CE) No 891/2002 DE LA COMISIÓN
de 29 de mayo de 2002

por el que se establecen determinadas cantidades indicativas y límites máximos individuales para la
expedición de certificados de importación de plátanos en la Comunidad durante el tercer trimestre

de 2002, dentro de los contingentes arancelarios

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CEE) no 404/93 del Consejo, de 13 de
febrero de 1993, por el que se establece la organización común
de mercados en el sector del plátano (1), cuya última modifica-
ción la constituye el Reglamento (CE) no 2587/2001 (2), y, en
particular, su artículo 20,

Considerando lo siguiente:

(1) En el apartado 1 del artículo 14 del Reglamento (CE) no

896/2001 de la Comisión, de 7 de mayo de 2001, por el
que se establecen disposiciones de aplicación del Regla-
mento (CEE) no 404/93 del Consejo en lo relativo al
régimen de importación de plátanos en la Comu-
nidad (3), cuya última modificación la constituye el
Reglamento (CE) no 349/2002 (4), se establece la posibi-
lidad de fijar una cantidad indicativa, expresada
mediante un porcentaje uniforme de las cantidades
disponibles en cada uno de los contingentes arancelarios,
a efectos de la expedición de los certificados de importa-
ción en cada uno de los tres primeros trimestres del año.

(2) Los datos relativos, por una parte, a las cantidades de
plátanos comercializados en la Comunidad en 2001, y
en particular a las importaciones reales durante el tercer
trimestre, y por otra, los datos relativos a las perspec-
tivas de abastecimiento y de consumo del mercado
comunitario durante el tercer trimestre de 2002, acon-
sejan fijar las cantidades indicativas para los contingentes
arancelarios A, B y C que permitan garantizar un abaste-
cimiento satisfactorio de toda la Comunidad así como la
continuación de los flujos comerciales entre las cadenas
de producción y de comercialización.

(3) De acuerdo con los mismos datos, es conveniente fijar la
cantidad máxima por la que cada operador puede
presentar solicitudes de certificados correspondientes al
tercer trimestre de 2002, en aplicación del apartado 2
del artículo 14 del Reglamento (CE) no 896/2001.

(4) Habida cuenta que las disposiciones del presente Regla-
mento deben aplicarse antes de que se abra el plazo de
presentación de solicitudes de certificados correspon-
dientes al tercer trimestre de 2002, es necesario prever la
entrada en vigor inmediata del presente Reglamento.

(5) Las medidas previstas en el presente Reglamento se
ajustan al dictamen del Comité de gestión del plátano.

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

La cantidad indicativa contemplada en el apartado 1 del artí-
culo 14 del Reglamento (CE) no 896/2001, para la importación
de plátanos al amparo de los contingentes arancelarios
previstos en el artículo 18 del Reglamento (CE) no 404/93,
queda fijada, para el tercer trimestre de 2002, en el 23 % de las
cantidades disponibles para los operadores tradicionales y los
operadores no tradicionales, en lo que respecta a los contin-
gentes arancelarios A/B y C.

Artículo 2

La cantidad autorizada contemplada en el apartado 2 del artí-
culo 14 del Reglamento (CE) no 896/2001, para la importación
de plátanos al amparo de los contingentes arancelarios
previstos en el artículo 18 del Reglamento (CEE) no 404/93,
queda fijada, para el tercer trimestre de 2002, en el 23 % de la
cantidad de referencia establecida en aplicación de los artículos
4 y 5 del Reglamento (CE) no 896/2001 para los operadores
tradicionales, en lo que respecta a los contingentes arancelarios
A/B y C, y en el 23 % de la cantidad establecida y notificada en
aplicación del apartado 3 del artículo 9 del Reglamento (CE) no

896/2001 para los operadores no tradicionales, en lo que
respecta a los contingentes arancelarios A/B y C.

Artículo 3

El presente Reglamento entrará en vigor el día de su publica-
ción en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en
cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 29 de mayo de 2002.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 47 de 25.2.1993, p. 1.
(2) DO L 345 de 29.12.2001, p. 13.
(3) DO L 126 de 8.5.2001, p. 6.
(4) DO L 55 de 26.2.2002, p. 17.
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REGLAMENTO (CE) No 892/2002 DE LA COMISIÓN
de 29 de mayo de 2002

por el que se fija para la campaña de comercialización 2002/03 la ayuda para los melocotones y las
peras destinados a la transformación, en el ámbito del Reglamento (CE) no 2201/96 del Consejo

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 2201/96 del Consejo, de 28 de
octubre de 1996, por el que se establece la organización
común de mercados en el sector de los productos transfor-
mados a base de frutas y hortalizas (1), cuya última modifica-
ción la constituye el Reglamento (CE) no 1239/2001 (2), y, en
particular, el apartado 1 de su artículo 6,

Considerando lo siguiente:

(1) En el apartado 3 del artículo 2 del Reglamento (CE) no

449/2001 de la Comisión, de 2 de marzo de 2001, por
el que se establecen disposiciones de aplicación del
Reglamento (CE) no 2201/96 del Consejo en lo relativo
al régimen de ayuda en el sector de los productos trans-
formados a base de frutas y hortalizas (3), modificado
por el Reglamento (CE) no 1343/2001 (4) se establece
que la Comisión publicará, tras comprobar que no se
han rebasado los umbrales fijados en el anexo III del
Reglamento (CE) no 2201/96, el importe de las ayudas
para los melocotones y las peras.

(2) La cantidad media de melocotones transformados en el
ámbito del régimen de ayuda, durante las tres campañas
de comercialización anteriores, es inferior al umbral
comunitario. La ayuda para la campaña de comercializa-
ción 2002/03, en cada uno de los Estados miembros en
cuestión, es el importe establecido en el apartado 2 del
artículo 4 del Reglamento (CE) no 2201/96.

(3) La cantidad media de peras transformadas en el ámbito
del régimen de ayuda, durante las tres campañas ante-
riores, es superior al umbral comunitario. La ayuda para
la campaña de comercialización 2002/03, en los Estados
miembros que no han superado su umbral, es el importe
establecido en el apartado 2 del artículo 4 del Regla-
mento (CE) no 2201/96 y dicho importe, al que se le

restará la superación del umbral en cada uno de los
demás Estados miembros en cuestión, tras distribuir las
cantidades no transformadas, de acuerdo con lo estable-
cido en el párrafo tercero del apartado 2 del artículo 5
de dicho Reglamento.

(4) Las medidas previstas en el presente Reglamento se
ajustan al dictamen del Comité de gestión de productos
transformados a base de frutas y hortalizas.

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Para la campaña de comercialización 2002/03, la ayuda a la
que se hace referencia en el artículo 2 del Reglamento (CE) no

2201/96 será la siguiente:

a) para los melocotones: 47,70 euros/tonelada;

b) para las peras:
— 54,27 euros/tonelada en Grecia,
— 161,70 euros/tonelada en España,
— 135,59 euros/tonelada en Francia,
— 151,52 euros/tonelada en Italia,
— 157,56 euros/tonelada en los Países Bajos,
— 161,70 euros/tonelada en Austria,
— 161,70 euros/tonelada en Portugal.

Artículo 2

El presente Reglamento entrará en vigor el tercer día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas.

Se aplicará durante la campaña de 2002/03.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en
cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 29 de mayo de 2002.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión

(1) DO L 297 de 21.11.1996, p. 29.
(2) DO L 171 de 26.6.2001, p. 1.
(3) DO L 64 de 6.3.2001, p. 16.
(4) DO L 181 de 4.7.2001, p. 16.
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DIRECTIVA 2002/32/CE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO
de 7 de mayo de 2002

sobre sustancias indeseables en la alimentación animal

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN
EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en
particular la letra b) del apartado 4 de su artículo 152,

Vista la propuesta de la Comisión (1),

Visto el dictamen del Comité Económico y Social (2),

Previa consulta al Comité de las Regiones,

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo
251 del Tratado (3), a la vista del texto conjunto aprobado por
el Comité de conciliación el 26 de marzo de 2002.

Considerando lo siguiente:

(1) Es necesario introducir numerosas modificaciones en la
Directiva 1999/29/CE del Consejo, de 22 de abril de
1999, relativa a las sustancias y productos indeseables
en la alimentación animal (4). Por motivos de claridad y
racionalidad, es preciso proceder a una refundición de
dicha Directiva.

(2) La producción ganadera ocupa un lugar muy importante
en la agricultura de la Comunidad, y la obtención de
resultados satisfactorios en lo que se refiere a la salud
pública, la salud y el bienestar de los animales, el medio
ambiente y la situación económica de los ganaderos,
depende en gran medida de la utilización de piensos
adecuados y de buena calidad.

(3) Es necesaria una regulación de los piensos para garan-
tizar la productividad y la sostenibilidad de la agricul-
tura, así como para poder garantizar la salud pública, la
salud y el bienestar de los animales y la calidad del
medio ambiente. Asimismo, es necesaria una regulación
exhaustiva por lo que respecta a la higiene a fin de
garantizar la calidad de los piensos en las granjas
animales, aun cuando no sean producidos comercial-
mente.

(4) Las mismas normas de calidad y seguridad que se
aplican a los productos destinados a la alimentación
animal deben aplicarse a la calidad y seguridad del agua
que éstos consumen. Aunque la definición de pienso no
excluya considerar el agua como tal, el agua no figura en
la lista no exhaustiva de las principales materias primas
para la alimentación animal que establece la Directiva

96/25/CE del Consejo, de 29 de abril de 1996, por la
que se regulan la circulación y la utilización de materias
primas para la alimentación animal (5). La cuestión de si
debe considerarse el agua como pienso ha de estudiarse
en el marco de dicha Directiva.

(5) Se ha observado que los aditivos pueden contener
sustancias indeseables. Procede, por lo tanto, ampliar el
ámbito de aplicación de la Directiva a los aditivos.

(6) Los productos destinados a la alimentación animal
pueden contener sustancias indeseables capaces de perju-
dicar a la salud animal o, por su presencia en los
productos de origen animal, a la salud humana y al
medio ambiente.

(7) Es imposible excluir totalmente la presencia de sustan-
cias indeseables, pero al menos importa reducir su
contenido en los productos destinados a la alimentación
animal, teniendo debidamente en cuenta el importante
grado de toxicidad de la sustancia, su bioacumulabilidad
y su biodegradabilidad, a fin de impedir la aparición de
efectos indeseables y nocivos. Actualmente, no es apro-
piado fijar esos contenidos por debajo del umbral de
detección por medio de los métodos de análisis, que
habrán de definirse para la Comunidad.

(8) Los procedimientos para determinar los residuos de
sustancias indeseables se están perfeccionando continua-
mente, de modo que es posible detectar incluso residuos
en cantidades inocuas para la salud humana y animal.

(9) Sólo puede admitirse la presencia de sustancias indesea-
bles en los productos destinados a la alimentación
animal en las condiciones establecidas en la presente
Directiva y no podrán utilizarse de ninguna otra forma
para la alimentación animal. Por lo tanto, la presente
Directiva debe aplicarse sin perjuicio de las demás dispo-
siciones comunitarias en materia de piensos y, en parti-
cular, de las normas aplicables a los piensos compuestos.

(10) La presente Directiva debe ser de aplicación a los
productos destinados a la alimentación animal desde el
momento de la entrada de aquéllos en la Comunidad.
Por consiguiente, debe disponerse que los contenidos
máximos establecidos de sustancias indeseables se apli-
quen en general desde el momento en que los productos
destinados a la alimentación animal comiencen a utili-
zarse o se pongan en circulación, en todas las fases, y,
especialmente, desde su importación.

(1) DO C 89 E de 28.3.2000, p. 70, y DO C 96 E de 27.3.2001, p.
346.

(2) DO C 140 de 18.5.2000, p. 9.
(3) Dictamen del Parlamento Europeo de 4 de octubre de 2000 (DO
C 178 de 22.6.2001, p. 160), Posición común del Consejo de 17
de septiembre de 2001 (DO C 4 de 7.1.2002, p. 1) y Decisión
del Parlamento Europeo de 12 de diciembre de 2001 (no publi-
cada aún en el Diario Oficial). Decisión del Parlamento Europeo
de 10 de abril de 2002 y Decisión del Consejo de 22 de abril de
2002.

(5) DO L 125 de 23.5.1996, p. 35; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 2000/16/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo (DO L 105 de 3.5.2000, p. 36).(4) DO L 115 de 4.5.1999, p. 32.
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(11) Los productos destinados a la alimentación animal
deben ser sanos, auténticos y de calidad comercial y, por
tanto, su uso correcto no debe representar peligro
alguno para la salud humana, para la salud animal ni
para el medio ambiente, ni puede ser perjudicial para la
producción ganadera. Por lo tanto, debe prohibirse la
utilización o la puesta en circulación de los productos
destinados a la alimentación animal cuyo contenido de
sustancias indeseables supere los contenidos máximos
fijados en el anexo I.

(12) Se debe limitar la presencia de determinadas sustancias
indeseables en los piensos complementarios fijando los
contenidos máximos apropiados.

(13) En algunos casos, se establece un límite máximo
teniendo en cuenta los niveles de fondo actuales, pero es
preciso proseguir los esfuerzos para limitar en la mayor
medida posible la presencia de determinadas sustancias
indeseables en los productos destinados a la alimenta-
ción animal con el fin de reducir su presencia en la
cadena alimentaria. Es preciso por lo tanto contemplar
en la presente Directiva la posibilidad de establecer un
límite de intervención claramente inferior al límite
máximo fijado. Cuando se rebase ese límite de interven-
ción deben emprenderse las investigaciones oportunas
para identificar la fuente de la presencia de las sustancias
indeseables y se deben adoptar medidas para reducirla o
eliminarla.

(14) Cuando la salud humana o animal o el medio ambiente
estén en peligro, debe mantenerse para los Estados
miembros la facultad de reducir temporalmente los
contenidos máximos fijados, establecer un contenido
máximo para otras sustancias, o incluso prohibir la
presencia de esas sustancias en los productos destinados
a la alimentación animal. Para garantizar una aplicación
uniforme, es preciso que cualesquiera modificaciones del
anexo I de la presente Directiva se aprueben, con arreglo
a un procedimiento comunitario de urgencia sobre la
base de documentos justificantes, y con arreglo al prin-
cipio de cautela.

(15) Los productos destinados a la alimentación animal que
respondan a las condiciones de la presente Directiva sólo
deberán quedar sometidos, en lo que al contenido de
sustancias indeseables se refiere, a las restricciones de
puesta en circulación derivadas de la presente Directiva y
de la Directiva 95/53/CE del Consejo, de 25 de octubre
de 1995, por la que se establecen los principios relativos
a la organización de los controles oficiales en el ámbito
de la alimentación animal (1).

(16) Para garantizar el cumplimiento de las condiciones
fijadas para las sustancias indeseables en la utilización y
circulación de los productos destinados a la alimenta-
ción animal, los Estados miembros deben establecer las
disposiciones de seguimiento apropiadas, de confor-
midad con la Directiva 95/53/CE.

(17) Es necesario contar con un procedimiento comunitario
adecuado para adaptar las disposiciones técnicas

establecidas en los anexos de la presente Directiva a la
evolución de los conocimientos científicos y técnicos.

(18) Para facilitar la ejecución de las medidas previstas,
procede establecer un procedimiento de estrecha coope-
ración entre los Estados miembros y la Comisión en el
seno del Comité permanente de la alimentación animal
creado en virtud de la Decisión 70/372/CEE del
Consejo (2).

(19) Las medidas necesarias para la ejecución de la presente
Directiva se deben aprobar con arreglo a la Decisión
1999/468/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, por
la que se establecen los procedimientos para el ejercicio
de las competencias de ejecución atribuidas a la Comi-
sión (3).

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

Artículo 1

1. La presente Directiva se refiere a las sustancias indeseables
en los productos destinados a la alimentación animal.

2. La presente Directiva se aplicará sin perjuicio de las
disposiciones de:

a) la Directiva 70/524/CEE del Consejo, de 23 de noviembre
de 1970, sobre los aditivos en la alimentación animal (4);

b) la Directiva 96/25/CE del Consejo y la Directiva 79/
373/CEE del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la
comercialización de los piensos compuestos (5);

c) la Directiva 76/895/CEE del Consejo, de 23 de noviembre
de 1976, relativa a la fijación de los contenidos máximos de
residuos de plaguicidas en las frutas y hortalizas (6); la Direc-
tiva 86/362/CEE del Consejo, de 24 de julio de 1986,
relativa a la fijación de contenidos máximos para los resi-
duos de plaguicidas sobre y en los cereales (7); la Directiva
86/363/CEE del Consejo, de 24 de julio de 1986, relativa a
la fijación de contenidos máximos para los residuos de
plaguicidas sobre y en los productos alimenticios de origen
animal (8), y la Directiva 90/642/CEE del Consejo, de 27 de
noviembre de 1990, relativa a la fijación de los contenidos
máximos de residuos de plaguicidas en determinados
productos de origen vegetal, incluidas las frutas y horta-
lizas (9), siempre que dichos residuos no figuren en el anexo
I a la presente Directiva.

(2) DO L 170 de 3.8.1970, p. 1.
(3) DO L 184 de 17.7.1999, p. 23.
(4) DO L 270 de 14.12.1970, p. 1; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye el Reglamento (CE) no 2205/2001 de la Comi-
sión (DO L 297 de 15.11.2001, p. 3).

(5) DO L 86 de 6.4.1979, p. 30; Directiva cuya última modificación
la constituye la Directiva 2002/2/CE del Parlamento Europeo y
del Consejo (DO L 63 de 6.3.2002, p. 23).

(6) DO L 340 de 9.12.1976, p. 26; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 2000/57/CE de la Comisión (DO L
244 de 29.9.2000, p. 76).

(7) DO L 221 de 7.8.1986, p. 37; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 2002/23/CE de la Comisión (DO L
64 de 7.3.2002, p. 13).

(8) DO L 221 de 7.8.1986, p. 43; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 2002/23/CE.(1) DO L 265 de 8.11.1995, p. 17; Directiva cuya última modifica-

ción la constituye la Directiva 2001/46/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo (DO L 234 de 1.9.2001, p. 55).

(9) DO L 350 de 14.12.1990, p. 71; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 2002/23/CE.
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d) la legislación comunitaria relativa a cuestiones veterinarias
relacionadas con la salud pública y la salud de los animales;

e) Directiva 82/471/CEE del Consejo, de 30 de junio de 1982,
relativa a determinados productos utilizados en la alimenta-
ción animal (1);

f) Directiva 93/74/CEE del Consejo, de 13 de septiembre de
1993, relativa a los alimentos para animales destinados a
objetivos de nutrición específicos (2).

Artículo 2

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

a) «piensos»: los productos de origen vegetal o animal en
estado natural, frescos o conservados, y los derivados de su
transformación industrial, así como las sustancias orgánicas
o inorgánicas, simples o en mezclas, con o sin aditivos,
destinados a la alimentación animal por vía oral;

b) «materias primas para la alimentación animal»: los distintos
productos de origen vegetal o animal, en estado natural,
frescos o conservados, y los derivados de su transformación
industrial, así como las sustancias orgánicas o inorgánicas,
con o sin aditivos, destinados a ser utilizados para la
alimentación de los animales por vía oral, bien directa-
mente, bien transformados, para la preparación de piensos
compuestos o como vehículos de mezclas previas;

c) «aditivos»: los aditivos que se definen en la letra a) del
artículo 2 de la Directiva 70/524/CEE del Consejo;

d) «mezcla previa»: mezcla de aditivos o mezcla de uno o
varios aditivos con una o más materias soportes, destinada a
la fabricación de piensos;

e) «piensos compuestos»: las mezclas de materias primas para
la alimentación animal, con o sin aditivos, destinados a la
alimentación de los animales por vía oral, en forma de
piensos completos o complementarios;

f) «piensos complementarios»: las mezclas de piensos que
contengan elevados porcentajes de determinadas sustancias
y que, por su composición, sólo garanticen la ración diaria
si están asociados con otros piensos;

g) «piensos completos»: las mezclas de piensos que, por su
composición, basten para garantizar una ración diaria;

h) «productos destinados a la alimentación animal»: materias
primas para la alimentación animal, mezclas previas,
aditivos, piensos y demás productos destinados a la alimen-
tación animal o utilizados a tal efecto;

i) «ración diaria»: la cantidad total de alimentos, calculada
sobre la base de un contenido de humedad del 12 %, que
necesita como media diaria un animal de una especie, una
categoría de edad y un rendimiento determinados para satis-
facer el conjunto de sus necesidades;

j) «animales»: los animales pertenecientes a especies que el ser
humano normalmente alimenta y posee o consume y los
animales que viven libremente en la naturaleza, cuando sean
alimentados con piensos;

k) «puesta en circulación o circulación»: la tenencia de
productos destinados a la alimentación animal con fines de
venta, incluida la oferta para la venta, o cualquier otra
forma de traspaso, a título gratuito u oneroso, a terceros, así
como la propia venta u otras formas de traspaso;

l) «sustancias indeseables»: cualesquiera sustancias o
productos, con excepción de agentes patógenos, presentes
en el producto destinado a la alimentación animal y que
constituyen un peligro potencial para la salud humana, la
salud animal o para el medio ambiente, o que pueden ser
perjudiciales para la producción ganadera.

Artículo 3

1. Sólo podrán entrar desde terceros países para utilizarse en
la Comunidad, ponerse en circulación o utilizarse en la Comu-
nidad, los productos destinados a la alimentación animal que
sean sanos, auténticos y de calidad comercial y que, usados
correctamente, no entrañen ningún riesgo para la salud
humana, la salud de los animales o el medio ambiente, ni
puedan ser perjudiciales para la producción ganadera.

2. En particular, no podrán considerarse conformes a lo
dispuesto en el apartado 1 los productos destinados a la
alimentación animal cuyo contenido de sustancias indeseables
no se ajuste a los contenidos máximos mencionados en el
anexo I.

Artículo 4

1. Los Estados miembros dispondrán que las sustancias
indeseables enumeradas en el anexo I puedan ser toleradas
únicamente en los productos destinados a la alimentación
animal en las condiciones establecidas en él.

2. Para reducir o eliminar las fuentes de las sustancias inde-
seables en los productos destinados a la alimentación animal,
los Estados miembros, en cooperación con los operadores
económicos pertinentes, llevarán a cabo investigaciones enca-
minadas a determinar las fuentes de las sustancias indeseables
cuando se rebasen los límites máximos establecidos y cuando
se detecten niveles más elevados de dichas sustancias, teniendo
en cuenta los niveles de fondo. Para garantizar un enfoque
uniforme en casos de niveles más elevados, podrá resultar
necesario fijar límites de intervención a partir de los cuales se
llevarán a cabo dichas investigaciones. Éstos podrán indicarse
en el anexo II.

Los Estados miembros enviarán a la Comisión y a los demás
Estados miembros cualquier información pertinente, así como
las averiguaciones respecto de la fuente y las medidas adop-
tadas para reducir los niveles o eliminar las sustancias indesea-
bles. Esa información se enviará en el marco del informe anual
que se presentará a la Comisión conforme a lo dispuesto en el
artículo 22 de la Directiva 95/53/CE, salvo cuando dicha infor-
mación revista un carácter urgente para los demás Estados
miembros, en cuyo caso será enviada de inmediato.

(1) DO L 213 de 21.7.1982, p. 8; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 1999/20/CE (DO L 80 de
25.3.1999, p. 20).

(2) DO L 237 de 22.9.1993, p. 23; Directiva cuya última modifica-
ción la constituye la Directiva 1999/29/CE (DO L 115 de
4.5.1999, p. 32).
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Artículo 5

Los Estados miembros dispondrán que los productos desti-
nados a la alimentación animal cuyo contenido de alguna
sustancia indeseable sea superior al contenido máximo fijado
en el anexo I no puedan mezclarse a efectos de dilución con el
mismo producto o con otros productos destinados a la alimen-
tación animal.

Artículo 6

En la medida en que no existan normas específicas aplicables a
los piensos complementarios, los Estados miembros dispon-
drán, habida cuenta de la proporción que de ellos se prescribe
para una ración diaria, que no puedan presentar sustancias
indeseables de las enumeradas en el anexo I en contenidos
superiores a los fijados para los piensos completos.

Artículo 7

1. Si algún Estado miembro, en razón de la aparición de
nuevos datos o de la nueva valoración de los existentes, acae-
cidas después de la adopción de las disposiciones correspon-
dientes, tuviera motivos fundados para considerar que alguno
de los contenidos máximos fijados en el anexo I o alguna
sustancia indeseable no mencionada en dicho anexo presenta
un peligro para la salud humana o animal o para el medio
ambiente, podrá, de forma provisional, reducir el contenido
máximo vigente, fijar otro contenido máximo o prohibir la
presencia de esa sustancia indeseable en los productos desti-
nados a la alimentación animal. Informará inmediatamente de
ello a los demás Estados miembros y a la Comisión precisando
los motivos que hayan justificado tal decisión.

2. Se adoptará inmediatamente una decisión, con arreglo al
procedimiento previsto en el artículo 12, sobre si deben o no
modificarse los anexos I y II.

En tanto el Consejo o la Comisión no adopten ninguna deci-
sión al respecto, el Estado miembro podrá mantener las
medidas que esté aplicando.

El Estado miembro deberá garantizar que la decisión adoptada
se haga pública.

Artículo 8

1. La Comisión, habida cuenta de la evolución de los cono-
cimientos científicos y técnicos, adaptará los anexos I y II de
conformidad con el procedimiento establecido en el artículo
11.

2. Además, de conformidad con el procedimiento estable-
cido en el artículo 11, la Comisión:

— adoptará periódicamente versiones codificadas de los
anexos I y II que incluyan cualesquiera adaptaciones reali-
zadas conforme al apartado 1,

— podrá definir criterios de aceptabilidad de los procesos de
descontaminación que se añadirán a los criterios previstos
para los productos destinados a la alimentación animal que
hayan sido sometidos a dichos procesos.

3. Los Estados miembros velarán por que se adopten
medidas encaminadas a garantizar la correcta aplicación de
cualesquiera procesos que se consideren aceptables conforme al
apartado 2, así como la conformidad, respecto de las disposi-
ciones contenidas en el anexo I, de los productos destinados a
la alimentación animal descontaminados.

Artículo 9

Los Estados miembros velarán por que los productos desti-
nados a la alimentación animal que se ajusten a la presente
Directiva no estén sometidas a otras restricciones de puesta en
circulación, en lo que a la presencia de sustancias indeseables se
refiere, que las que se desprenden de la presente Directiva y de
la Directiva 95/53/CE.

Artículo 10

Toda disposición que pueda tener efectos sobre la salud de las
personas o de los animales o sobre el medio ambiente se
adoptará tras consultar con el comité o comités científicos
correspondientes.

Artículo 11

1. La Comisión estará asistida por el Comité permanente de
la alimentación animal, creado en virtud del artículo 1 de la
Decisión 70/372/CEE.

2. En los casos en que se haga referencia al presente artículo,
serán de aplicación los artículos 5 y 7 de la Decisión 1999/
468/CE, observando lo dispuesto en su artículo 8.

3. El plazo contemplado en el apartado 6 del artículo 5 de
la Decisión 1999/468/CE queda fijado en tres meses.

Artículo 12

1. La Comisión estará asistida por el Comité permanente de
la alimentación animal, creado en virtud del artículo 1 de la
Decisión 70/372/CEE.

2. En los casos en que se haga referencia al presente artículo,
serán de aplicación los artículos 5 y 7 de la Decisión 1999/
468/CE, observando lo dispuesto en su artículo 8.

3. El plazo contemplado en el apartado 6 del artículo 5 de
la Decisión 1999/468/CE queda fijado en 15 días.

Artículo 13

1. Los Estados miembros aplicarán al menos las disposi-
ciones de la presente Directiva a los productos destinados a la
alimentación animal producidos en la Comunidad que se vayan
a exportar a terceros países.

2. Lo dispuesto en el apartado 1 no afectará al derecho de
los Estados miembros a autorizar la reexportación con arreglo
a las condiciones establecidas en el artículo 12 del Reglamento
(CE) no 178/2002 (1). Las disposiciones del artículo 20 de dicho
Reglamento serán de aplicación mutatis mutandis.

(1) Reglamento (CE) no 178/2002 del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 28 de enero de 2002, por el que se establecen los
principios y los requisitos generales de la legislación alimentaria,
se crea la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria y se fijan
procedimientos relativos a la seguridad alimentaria (DO L 31 de
1.2.2002, p. 1).



ES Diario Oficial de las Comunidades Europeas 30.5.2002L 140/14

Artículo 14

1. La Directiva 1999/29/CE queda derogada desde el 1 de
agosto de 2003, sin perjuicio de las obligaciones de los Estados
miembros en lo que respecta al cumplimiento de los plazos de
transposición a su ordenamiento interno, que figuran en la
parte B de su anexo III, de las Directivas mencionadas en la
parte A del mismo anexo.

2. Las referencias a la Directiva 1999/29/CE se entenderán
hechas a la presente Directiva y deberán leerse con arreglo al
cuadro de correspondencias que figura en el anexo III.

Artículo 15

Los Estados miembros adoptarán y publicarán las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar
cumplimiento a lo dispuesto en la presente Directiva antes del
1 de mayo de 2003. Informarán de ello inmediatamente a la
Comisión.

Las medidas adoptadas se aplicarán a partir del 1 de agosto de
2003.

Cuando los Estados miembros adopten dichas medidas, éstas
harán referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de

dicha referencia en su publicación oficial. Los Estados miem-
bros establecerán las modalidades de la mencionada referencia.

Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de
las disposiciones de Derecho interno que adopten en el ámbito
regulado por la presente Directiva.

Artículo 16

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación
en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas.

Artículo 17

Los destinatarios de la Directiva serán los Estados miembros.

Hecho en Bruselas, el 7 de mayo de 2002.

Por el Parlamento Europeo

El Presidente

P. COX

Por el Consejo

El Presidente

R. DE RATO Y FIGAREDO
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Sustancias indeseables Productos destinados a la alimentación animal

Contenido máximo en
mg/kg (ppm) en piensos
calculado sobre la base de
un contenido de humedad

del 12 %

(1) (2) (3)

ANEXO I

1. Arsénico Materias primas para la alimentación animal, excepto: 2

— harinas de hierbas, de alfalfa y de trébol deshidratado, así
como pulpa desecada de remolacha azucarera y pulpa dese-
cada con adición de melazas de remolacha azucarera

4

— fosfatos y piensos procedentes de la transformación de
pescados u otros animales marinos

10

Piensos completos, excepto: 2

— piensos completos para peces 4

Piensos complementarios excepto: 4

— piensos complementarios minerales 12

2. Plomo Materias primas para la alimentación animal, excepto: 10

— forrajes verdes 40

— fosfatos 30

— levaduras 5

Piensos completos 5

Piensos complementarios excepto: 10

— piensos complementarios minerales 30

3. Flúor Materias primas para la alimentación animal, excepto: 150

— piensos de origen animal 500

— fosfatos 2 000

Piensos completos, excepto: 150

— piensos completos para bovinos, ovinos y caprinos

— lactantes 30

— los demás 50

— piensos completos para cerdos 100

— piensos completos para aves de corral 350

— piensos completos para pollitos 250

Piensos complementarios minerales para bovinos, ovinos y
caprinos

2 000 (1)

Otros piensos complementarios 125 (2)

4. Mercurio Materias primas para la alimentación animal, excepto: 0,1

— piensos obtenidos mediante transformación de pescado u
otros animales marinos

0,5

Piensos completos, excepto: 0,1

— piensos completos para perros y gatos 0,4

Piensos complementarios, excepto: 0,2

— piensos complementarios para perros y gatos
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Sustancias indeseables Productos destinados a la alimentación animal

Contenido máximo en
mg/kg (ppm) en piensos
calculado sobre la base de
un contenido de humedad

del 12 %

(1) (2) (3)

5. Nitritos Harinas de pescado 60
(expresado en nitrito

de sodio)

Piensos completos, excepto: 15

— piensos para animales de compañía (con excepción de los
pájaros y peces ornamentales)

(expresado en nitrito
de sodio)

6. Cadmio Materias primas para la alimentación animal de origen vegetal 1

Materias primas para la alimentación animal de origen animal,
excepto:

2

— piensos para animales de compañía

Fosfatos 10 (3)

Piensos completos para bovinos, ovinos y caprinos, excepto: 1

— piensos completos para terneros, corderos y cabritos

Otros piensos completos, excepto: 0,5

— piensos para animales de compañía

Piensos minerales 5 (4)

Otros piensos complementarios para bovinos, ovinos y
caprinos

0,5

7. Aflatoxina B1 Materias primas para la alimentación animal, excepto: 0,05

— cacahuete, copra, palmiste, semillas de algodón, babasú,
maíz y los derivados de su transformación

0,02

Piensos completos para bovinos, ovinos y caprinos, excepto: 0,05

— ganado lechero 0,005

— terneros y cabritos 0,01

Piensos completos para cerdos y aves (excedpto animales
jóvenes)

0,02

Otros piensos completos 0,01

Piensos complementarios para bovinos, ovinos y caprinos
(excepto piensos complementarios para ganado lechero,
terneros y cabritos)

0,05

Piensos complementarios para cerdos y aves de corral (excepto
animales jóvenes)

0,03

Otros piensos complementarios 0,005

8. Ácido cianhídrico Materias primas para la alimentación animal, excepto: 50

— semillas de lino 250

— tortas de lino 350

— productos de mandioca y tortas de almendras 100

Piensos completos, excepto: 50

— piensos completos para pollitos 10

9. Gosipol libre Materias primas para la alimentación animal, excepto: 20

— tortas de semillas de algodón 1 200

Piensos completos, excepto: 20

— piensos completos para bovinos, ovinos y caprinos 500

— piensos completos para aves de corral (excepto aves pone-
doras) y terneros

100

— piensos completos para conejos y cerdos (excepto lechones) 60
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Sustancias indeseables Productos destinados a la alimentación animal

Contenido máximo en
mg/kg (ppm) en piensos
calculado sobre la base de
un contenido de humedad

del 12 %

(1) (2) (3)

10. Teobromina Piensos completos, excepto: 300

— piensos completos para bovinos adultos 700

11. Esencia volátil de mostaza Materias primas para la alimentación animal, excepto: 100

— torta de colza 4 000
(expresado en isotiocia-

nato de alilo)

Piensos completos, excepto: 150
(expresado en isotiocia-

nato de alilo)

— piensos completos para bovinos, ovinos y caprinos
(excepto animales jóvenes)

1 000
(expresado en isotiocia-

nato de alilo)

— piensos completos para cerdos (excepto lechones) y aves de
corral

500
(expresado en isotiocia-

nato de alilo)

12. Viniltiooxazolidona (Viniloxazolidina-tiona) Piensos completos para aves, excepto: 1 000

— piensos completos para aves ponedoras 500

13. Cornezuelo de centeno (Claviceps purpurea) Todos los piensos que contegan cereales no molidos 1 000

14. Semillas de malas hierbas y frutos no molidos ni
triturados que contengan alcaloides, glucósidos u
otras sustancias tóxicas, por separado o en conjunto,
a saber:

Todos los piensos 3 000

a) Lolium temulentum L., 1 000

b) Lolium remotum Schrank, 1 000

c) Dantura stramonium L. 1 000

15. Ricino — Ricinus communis L. Todos los piensos 10
(expresado en cáscaras

de ricino)

16. Crotalaria spp. Todos los piensos 100

17. Aldrín sola o combinada calculada en Todos los piensos, excepto: 0,01

18. Dieldrina forma de dieldrina — materias grasas 0,2

19. Canfecloro (toxafeno) Todos los piensos 0,1

20. Clordán (suma de los isómeros cis y trans y del Todos los piensos, excepto: 0,02
oxiclordano, calculada en forma de clordán) — materias grasas 0,05

21. DDT (suma de los isómeros de DDT, TDE y DDE, Todos los piensos, excepto: 0,05
calculada en forma de DDT) — materias grasas 0,5

22. Endosulfán (suma de los isómeros alfa y beta y del Todos los piensos, excepto: 0,1
sulfato de endosulfán, calculada en forma de endo- — maíz 0,2
sulfán)

— semillas oleaginosas 0,5

— piensos completos para peces 0,005

23. Endrín (suma del endrín y deltacetoendrín, calculada Todos los piensos, excepto: 0,01
en forma de endrín) — materias grasas 0,05

24. Heptacloro (suma del heptacloro y del heptacloroe- Todos los piensos, excepto: 0,01
póxido, calculada en forma de heptacloro) — materias grasas 0,2
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Sustancias indeseables Productos destinados a la alimentación animal

Contenido máximo en
mg/kg (ppm) en piensos
calculado sobre la base de
un contenido de humedad

del 12 %

(1) (2) (3)

25. Hexaclorobenceno (HCB) Todos los piensos, excepto: 0,01

— materias grasas 0,2

26. Hexaclorociclohexano (HCH)

26.1 isómeros alfa Todos los piensos, excepto: 0,02

— materias grasas 0,2

26.2 isómeros beta Piensos compuestos, excepto: 0,01

— piensos compuestos para ganado lechero 0,005

Materias primas para la alimentación animal, excepto: 0,01

— materias grasas 0,1

26.3 isómeros gamma Todos los piensos, excepto: 0,2

— materias grasas 2,0

27. Dioxina (suma de PCDD y PCDF, expresada en equi-
valentes tóxicos internacionales)

Pulpa de cítricos 500 pg I-TEQ/kg
(límite superior de
detección) (5)

28. Albaricoque — Prunus armeniaca L.

29. Almendra amarga — Prunus dulcis (Mill.) D.A. Webb
var. amara (DC.) Focke (= Prunus amygdalus Batsch
var. amara (DC.) Focke)

30. Hayuco con cáscara — Fagus silvatica L.

31. Camelina — Camelina sativa (L.) Crantz

32. Mowrah, Bassia, Madhuca — Madhuca longifolia (L.)
Macbr. (= Bassia longifolia L. = Illiped malabrorum
Engl.) Madhuca indica Gmelin (= Bassia latifolia
Roxb.) = Illipe latifolia (Roscb.) F. Mueller)

Las semillas y
frutos de las
especies
correspon-
dientes, así

33. Frailejón — Jatropha curcas L.
como sus deri-
vados proce-

34. Crotón — Croton tiglium L.
Todos los piensos sados, pueden

estar presentes

35. Mostaza india — Brassica juncea (L.) Czern. y Coss.
ssp. itegrifolia (West) Thell.

en los piensos
sólo en canti-

36. Mostaza de Sarepta — Brassica juncea (L.) Czern. y
Coss. ssp. juncea

dades mínimas,
no determina-
bles cuantitativa-

37. Mostaza china — Brassica juncea (L.) Czern. y Coss.
ssp., juncea var. lutea Batalin

mente

38. Mostaza negra — Brassica nigra (L.) Koch

39. Mostaza abisinia (etíope) — Brassica carinata A.
Braun

(1) Los Estados miembros podrán, asimismo, disponer un contenido máximo de flúor igual a un 1,25 % del contenido de fosfato.
(2) Contenido de flúor por 1 % de fósforo.
(3) Los Estados miembros podrán disponer, asimismo, un contenido máximo de cadmio igual a 0,5 mg por 1 % de fósforo.
(4) Los Estados miembros podrán disponer, asimismo, un contenido máximo de cadmio igual a 0,75 mg por 1 % de fósforo.
(5) Las concentraciones del límite superior se calculan dando por sentado que todos los valores de las diferentes sustancias afines que estén por debajo del límite de detección
son iguales a este límite.
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ANEXO II
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Directiva 1999/29/CE Presente Directiva

ANEXO III

CUADRO DE CORRESPONDENCIAS

Artículo 1 Artículo 1

Letra a) del artículo 2 Letra a) del artículo 2

Letra b) del artículo 2 Letra b) del artículo 2

Letra c) del artículo 2 Letra g) del artículo 2

Letra d) del artículo 2 Letra f) del artículo 2

Letra e) del artículo 2 Letra e) del artículo 2

Letra f) del artículo 2 Letra i) del artículo 2

Letra g) del artículo 2 Letra j) del artículo 2

Letra h) del artículo 2 —

— Letra c) del artículo 2

— Letra d) del artículo 2

— Letra h) del artículo 2

— Letra k) del artículo 2

— Letra l) del artículo 2

Artículo 3 Artículo 3

Apartado 1 del artículo 4 Apartado 1 del artículo 4

Apartado 2 del artículo 4 —

— Apartado 2 del artículo 4

Artículo 5 —

Artículo 6 —

Artículo 7 Artículo 5

Artículo 8 Artículo 6

Artículo 9 Artículo 7

Artículo 10 Artículo 8

Artículo 11 Artículo 9

Artículo 12 —

— Artículo 10

Artículo 13 Artículo 11

Artículo 14 Artículo 12

Artículo 15 Artículo 13
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Directiva 1999/29/CE Presente Directiva

Artículo 16 —

— Artículo 14

— Artículo 15

Artículo 17 Artículo 16

Artículo 18 Artículo 17

Anexo I Anexo I

Anexo II —

Anexo III —

Anexo IV Anexo II
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DECLARACIÓN DEL CONSEJO

Los Estados miembros confirman que harán cuanto esté en su mano para asegurarse de que se adopten
rápidamente, dentro del plazo establecido en los artículos 14 y 15, las medidas pertinentes necesarias para
aplicar la Directiva.



ES Diario Oficial de las Comunidades Europeas30.5.2002 L 140/23

II

(Actos cuya publicación no es una condición para su aplicabilidad)

CONSEJO

DECISIÓN No 2/2002 DEL CONSEJO DE ASOCIACIÓN UE-REPÚBLICA CHECA
de 27 de marzo de 2002

por la que se establecen las modalidades y condiciones para la participación de la República Checa
en los programas comunitarios

(2002/407/CE)

EL CONSEJO DE ASOCIACIÓN,

Visto el Protocolo adicional del Acuerdo europeo por el que se
crea una asociación entre las Comunidades Europeas y sus
Estados miembros, por una parte, y la República Checa, por
otra (1), relativo a la participación de la República Checa en los
programas comunitarios, y, en particular, sus artículos 1 y 2,

Considerando lo siguiente:

(1) Con arreglo al artículo 1 del Protocolo adicional, la
República Checa podrá participar en los programas
marco, programas específicos, proyectos u otras
acciones de la Comunidad en un amplio abanico de
ámbitos. Dispone asimismo la incorporación de otros
ámbitos comunitarios.

(2) Con arreglo al artículo 2 del citado Protocolo, el Consejo
de asociación decidirá las modalidades y condiciones de
la participación de la República Checa en tales activi-
dades.

(3) Las condiciones específicas de participación, incluidas las
repercusiones financieras, en cada programa comuni-
tario, se determinarán entre la Comisión de las Comuni-
dades Europeas y las autoridades competentes de la
República Checa.

DECIDE:

Artículo 1

La República Checa podrá participar en todos los programas
comunitarios abiertos a la participación de los países candi-
datos de Europa Central y Oriental, conforme a lo dispuesto en
estos programas.

Artículo 2

La República Checa contribuirá financieramente al presupuesto
general de la Unión Europea correspondiente a los programas
específicos en los que participe.

Artículo 3

Los representantes de la República Checa podrán participar, en
calidad de observadores y para los puntos que afecten a la
República Checa, en los Comités de gestión responsables del
seguimiento de los programas en los que la República Checa
contribuya financieramente.

Artículo 4

Los proyectos e iniciativas presentados por los participantes de
la República Checa estarán sujetos a las mismas condiciones,
normas y procedimientos relativos a los programas de que se
trate, en la medida en que sea posible, aplicables a los Estados
miembros.

Artículo 5

Las modalidades y condiciones, incluida la contribución finan-
ciera, relativas a la participación de la República Checa en cada
programa concreto se determinarán entre la Comisión y las
autoridades competentes de la República Checa. En caso de que
la República Checa solicite asistencia externa con arreglo al
Reglamento (CEE) no 3906/89 del Consejo, de 18 de diciembre
de 1989, relativo a la ayuda económica a favor de determi-
nados países de Europa Central y Oriental (2), las referidas
modalidades y condiciones específicas se determinarán
conforme al Protocolo de financiación.

Artículo 6

La presente Decisión se aplicará durante un período indetermi-
nado.

Cualquiera de las Partes podrá denunciarla por escrito con un
preaviso de seis meses.

(2) DO L 375 de 23.12.1989, p. 11; Reglamento cuya última modi-
ficación la constituye el Reglamento (CE) no 2666/2000 (DO L
306 de 7.12.2000, p. 1).(1) DO L 317 de 30.12.1995, p. 45.
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Artículo 7

Antes de que hayan transcurrido tres años desde la fecha de entrada en vigor de la presente Decisión, y cada
tres años a partir de entonces, el Consejo de asociación podrá examinar su aplicación basándose en la
participación efectiva de la República Checa en uno o más programas comunitarios.

Artículo 8

La presente Decisión entrará en vigor el primer día del mes siguiente a su adopción por el Consejo de
asociación.

Hecho en Bruselas, el 27 de marzo de 2002.

Por el Consejo de asociación

El Presidente

J. KAVAN
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COMISIÓN

DECISIÓN DE LA COMISIÓN
de 24 de mayo de 2002

relativa a la venta de los residuos de aceite de oliva en poder del organismo de intervención
italiano

[notificada con el número C(2002) 1642]

(El texto en lengua italiana es el único auténtico)

(2002/408/CE)

LA COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea,

Visto el Reglamento (CE) no 1638/98 del Consejo, de 20 de
julio de 1998, que modifica el Reglamento no 136/66/CEE, por
el que se establece la organización común de mercados en el
sector de las materias grasas (1), cuya última modificación la
constituye el Reglamento (CE) no 1513/2001 (2), y, en parti-
cular, el apartado 1 de su artículo 3,

Considerando lo siguiente:

(1) En el marco del régimen de compra de intervención y
antes del 1 de noviembre de 1998, los organismos de
intervención español, griego e italiano procedieron a la
adquisición de aceite de oliva. La legislación en que se
basa dicho régimen ha quedado derogada a partir del 1
de noviembre de 1998 por el Reglamento (CE) no 1638/
98. No obstante, a fin de garantizar una transición
armoniosa entre la anterior situación, en la que existía
un régimen de compras de intervención, y la actual,
caracterizada por la desaparición de dicho régimen, y de
que los centros de intervención comunitarios se
desprendan de todo el aceite de que aún dispongan,
resulta oportuno autorizar la venta de las cantidades aún
almacenadas en Italia. Se trata de residuos de fondos de
cubas que contienen un porcentaje más o menos impor-
tante de aceite de oliva.

(2) El apartado 1 del artículo 2 del Reglamento (CEE) no
2754/78 del Consejo, de 23 de noviembre de 1978,
relativo a la intervención en el sector del aceite de
oliva (3), modificado por el Reglamento (CEE) no 2203/
90 (4), prevé que la venta del aceite de oliva que obre en
poder de los organismos de intervención se llevará a
cabo por licitación, salvo cuando existan condiciones
particulares que hagan necesario el recurso a otros
procedimientos. Los residuos de aceite de oliva aún

almacenados en Italia no han podido enajenarse en el
marco de la venta prevista por el Reglamento (CE) no
2599/2001 de la Comisión, de 28 de diciembre de
2001, relativo a la venta de residuos de aceite de oliva
que obran en poder de los organismos de intervención
español, griego e italiano (5), debido al insuficiente
número de ofertas recibidas en Italia. Así pues, resulta
oportuno volver a poner a la venta dichos residuos. A
fin de que las autoridades italianas puedan aplicar una
solución justa que respete las condiciones previstas en el
Reglamento (CEE) no 2754/78, procede autorizar la
venta de dichos residuos aplicando, en lugar del procedi-
miento de licitación, el de adjudicación directa.

(3) Las medidas previstas en el presente Reglamento se
ajustan al dictamen del Comité de gestión de materias
grasas.

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

1. El organismo de intervención italiano «Agenzia per le
Erogazioni in Agricoltura», denominado en lo sucesivo
«AGEA», queda autorizado a vender mediante el procedimiento
de adjudicación directa 27,1 toneladas de residuos de fondos de
cubas de aceite de oliva comunitario que obran en su poder,
fruto de las intervenciones en el mercado comunitario de aceite
de oliva.

2. La venta del producto contemplado en el apartado 1
deberá realizarse antes del 15 de julio de 2002.

3. La entrega del producto deberá efectuarse antes del 8 de
septiembre de 2002.

4. El organismo de intervención italiano informará a la
Comisión lo antes posible del resultado de la venta.(1) DO L 210 de 28.7.1998, p. 32.

(2) DO L 201 de 26.7.2001, p. 4.
(3) DO L 331 de 28.11.1978, p. 13.
(4) DO L 201 de 31.7.1990, p. 5. (5) DO L 345 de 29.12.2001, p. 43.
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Artículo 2

El destinatario de la presente Decisión será la República Italiana.

Hecho en Bruselas, el 24 de mayo de 2002.

Por la Comisión

Franz FISCHLER

Miembro de la Comisión
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ESPACIO ECONÓMICO EUROPEO

ÓRGANO DE VIGILANCIA DE LA AELC

DECISIÓN DEL ÓRGANO DE VIGILANCIA DE LA AELC
No 308/2000/COL

de 30 de octubre de 2001
por la que se introducen nuevas directrices relativas a la aplicación de las disposiciones del EEE en
materia de ayudas estatales a las ayudas estatales y al capital-riesgo y por la que se modifican por
vigesimonovena vez las normas sustantivas y de procedimiento en el ámbito de las ayudas estatales

EL ÓRGANO DE VIGILANCIA DE LA AELC,

VISTO el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (1), y en particular sus artículos 61 a 63,

VISTO el Acuerdo entre los Estados de la AELC relativo al establecimiento de un Órgano de Vigilancia y un
Tribunal de Justicia (2), y, en particular, el artículo 24 y el artículo 1 del Protocolo 3,

CONSIDERANDO que, en virtud del artículo 24 del Acuerdo de Vigilancia y Jurisdicción, el Órgano de
Vigilancia de la AELC aplicará las disposiciones del Acuerdo EEE relativas a las ayudas estatales,

CONSIDERANDO que, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del apartado 2 del artículo 5 del
Acuerdo de Vigilancia y Jurisdicción, el Órgano de Vigilancia de la AELC publica notas y directrices sobre
los temas tratados en el Acuerdo EEE, cuando dicho Acuerdo o el Acuerdo de Vigilancia y Jurisdicción lo
prevén expresamente, o cuando el Órgano de Vigilancia de la AELC lo considera necesario.

RECORDANDO las normas sustantivas y de procedimiento en materia de ayudas estatales (3) aprobadas el 19
de enero de 1994 por el Órgano de Vigilancia de la AELC (DO L 231 de 3.9.1994, Suplemento EEE no 32).

CONSIDERANDO que, el 23 de mayo de 2001, la Comisión Europea adoptó una Comunicación sobre las
ayudas estatales y el capital de riesgo (DO C 235 de 21.8.2001, p. 3).

CONSIDERANDO que dicha Comunicación presenta también interés para el Espacio Económico Europeo.

CONSIDERANDO que debe garantizarse una aplicación uniforme de las normas del EEE sobre ayudas
estatales en todo el Espacio Económico Europeo.

CONSIDERANDO que de acuerdo con el punto II de la sección «Observación general» que figura al final del
anexo XV del Acuerdo EEE, el Órgano de Vigilancia de la AELC debe adoptar, previa consulta a la Comisión
Europea, actos que correspondan a los adoptados por la Comisión, con el fin de preservar la equivalencia de
las condiciones de competencia.

HABIENDO una vez consultado a la Comisión Europea.

RECORDANDO que el Órgano de Vigilancia de la AELC ha consultado a los Estados de la AELC sobre esta
cuestión en una reunión multilateral.

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

1. Se modifican las Directrices sobre ayudas estatales añadiendo un nuevo capítulo 10 A, «Ayudas estatales
y capital riesgo», incluido en el anexo I de esta Decisión.

(1) Denominado en lo sucesivo, «el Acuerdo EEE».
(2) Denominado en lo sucesivo, «el Acuerdo de vigilancia y jurisdicción».
(3) Denominadas en lo sucesivo, «las normas en materia de ayudas estatales».
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2. La Decisión, incluido el anexo I, se publicará en la sección del EEE y en el suplemento del EEE del Diario
Oficial de las Comunidades Europeas.

3. Los Estados de la AELC serán informados mediante copia de la presente Decisión, incluido el anexo I.

4. De conformidad con la letra d) del Protocolo 27 del Acuerdo EEE, la Comisión Europea será informada
mediante copia de la presente Decisión, incluido el anexo I.

5. La Decisión será auténtica en lengua inglesa.

Hecho en Bruselas, el 30 de octubre de 2001.

Por el Órgano de Vigilancia de la AELC

El Presidente

Knut ALMESTAD
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ANEXO I

«10A. AYUDAS ESTATALES Y CAPITAL RIESGO (1)

10A.1. Introducción

(1) En la Comunicación sobre ayudas estatales y capital riesgo (2), la Comisión Europea establece el modo en que
aplicará las normas sobre ayudas estatales a las medidas destinadas a promover el capital riesgo. La Comisión
había ya elaborado una política general a fin de fomentar el capital riesgo (3) en la Comunidad. Por ejemplo, la
Comisión expresó su preocupación por el riesgo de que las empresas comunitarias dependan en exceso de la
financiación mediante endeudamiento (4) y ha puesto de relieve el potencial de crecimiento y creación de
puestos de trabajo que tendría un aumento de los mercados de capital riesgo (5). La Comisión cree que
determinados tipos de empresas, o empresas en ciertas etapas de su existencia, pueden obtener más ventajas si
se financian mediante la adquisición de acciones o la ampliación de capital o mediante fórmulas intermedias
que si lo hacen exclusivamente mediante créditos, dados los costes del servicio de la deuda y de la gran
aversión a asumir riesgos de muchas entidades crediticias.

(2) En opinión de la Comisión, un “equity gap” (dificultad de financiación mediante la emisión de acciones o la
ampliación de capital), que implique que existe una deficiencia persistente en los mercados de capitales que
impide que la oferta cubra la demanda a precios aceptables para ambas partes, afecta negativamente a las
PYME europeas en comparación con empresas similares en América del Norte. Ello puede afectar tanto a las
empresas jóvenes, innovadoras, de tecnología punta con un elevado potencial de crecimiento como a un
mayor número de empresas dentro de una gama más amplia de años de actividad, tamaños y sectores, con un
potencial de crecimiento más pequeño, que no pueden encontrar financiación para sus proyectos de
expansión sin capital riesgo exterior.

(3) La Comisión hace también hincapié en que la oferta de capital riesgo es esencialmente una actividad comercial
que implica decisiones de índole comercial. Las condiciones económicas y presupuestarias son tales que los
fondos públicos no podrán lograr por sí solos, y no deberán tratar de hacerlo, la totalidad del aumento en la
actividad de capital riesgo que pretende conseguir la Comunidad. Lo más importante es crear condiciones en
las que las grandes reservas de capital privado que existen en Europa se utilicen para este tipo de inversiones.
Este reto se refiere tanto al desarrollo de la demanda de capital por parte de los empresarios como a la oferta
del mismo por parte de los inversores. Además, la Comisión ha reconocido que a la financiación pública le
corresponde un papel limitado en tanto que medio de resolver claras deficiencias del mercado (6).

(4) El Órgano comparte la opinión expresada por la Comisión. No obstante, la financiación pública de medidas
de capital de riesgo planteará inevitablemente la cuestión de la compatibilidad con las normas sobre ayudas
estatales del Acuerdo EEE.

10A.2. Objetivo y alcance de las presentes Directrices y relación con otras Directrices

(1) Las presentes Directrices tienen dos objetivos principales:

— determinar de qué modo aplicará el Órgano la definición de ayuda estatal que figura en el apartado 1 del
artículo 61 del Acuerdo EEE a las medidas destinadas a ofrecer o fomentar el capital riesgo (“medidas de
capital riesgo”),

— establecer nuevos criterios que permitan que el Órgano pueda autorizar tales medidas, que constituyen
efectivamente ayudas estatales, incluso cuando no sean compatibles con las otras directrices del órgano en
materia de ayudas estatales.

(2) Por otra parte, las presentes directrices pretenden explicar por qué es necesario supervisar las ayudas estatales
en este campo, explicar las dificultades de aplicar las directrices actuales a tales medidas y explicar por qué el
Órgano considera que los nuevos criterios de compatibilidad son tan necesarios como adecuados.

(3) No hay nada en las presentes Directrices que pretenda poner en cuestión la compatibilidad de las ayudas
estatales que cumplen los criterios establecidos en las demás normas vigentes en materia de ayudas estatales.

(1) Este capítulo corresponde, básicamente, a la Comunicación de la Comisión sobre ayudas estatales y capital riesgo (DO C 235 de
21.8.2001, p. 3). La Comisión había tomado varias decisiones relativas a las ayudas estatales y al capital riesgo antes de aprobar
su Comunicación sobre ayudas estatales y capital riesgo. El órgano se refiere, en las presentes Directrices, a las mismas decisiones
que en la Comunicación de la Comisión.

(2) DO C 235 de 21.8.2001, p. 3.
(3) En su documento titulado “El capital riesgo, clave para la creación de empleo en la Unión Europea”, SEC(1998) 552 final, 31 de

marzo de 1998, la Comisión definió el capital riesgo como la financiación mediante la emisión de acciones de empresas en sus
fases de puesta en marcha y desarrollo, y ése es el sentido en el que se utiliza el término en la presente Decisión. El término
“venture capital” hace referencia esencialmente al capital riesgo proporcionado por los fondos de inversión (fondos de capital
riesgo) establecidos con este fin. Tales fondos proporcionan a menudo una mezcla de financiación mediante capital en acciones,
fondos mezzanine y préstamos subordinados y el término “venture capital” se refiere a la totalidad de esta forma de financiación.

(4) “Reforma económica: Informe sobre el funcionamiento de los mercados comunitarios de producto y de capitales”, COM(1999) 10
de 20 de enero de 1999.

(5) “El capital riesgo, clave para la creación de empleo en la Unión Europea”, SEC(1998) 552 final de 31 de marzo de 1998.
(6) Informe provisional relativo al plan de acción sobre el capital riesgo, COM(2000) 658 final, de 18 de octubre de 2000, punto 3.4.
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(4) El presente documento se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en las Directrices sobre ayudas estatales de
salvamento y de reestructuración de empresas en crisis.

(5) El Órgano prestará especial atención a la necesidad de evitar el uso de las presentes Directrices para conculcar
los principios establecidos en los capítulos existentes de las normas vigentes en materia de ayudas estatales.

10A.3. Razones para supervisar la financiación pública de medidas de capital riesgo

(1) Al margen de que el Acuerdo EEE y el Acuerdo de Vigilancia y Jurisdicción imponen al Órgano la obligación
de supervisar las ayudas estatales en los Estados de la AELC, y al igual que ocurre con otras formas de
intervención pública, cuando las autoridades nacionales decidan si comprometen o no o si autorizan o no
fondos públicos para medidas destinadas a fomentar el capital riesgo, deberán reducir en la medida de lo
posible los tres tipos de riesgo, distintos aunque relacionados entre sí, que figuran a continuación:

— el riesgo de que las ventajas que se ofrezcan a los beneficiarios (ya sean inversores o empresas) creen una
distorsión indebida de la competencia con respecto a sus competidores en el Espacio Económico Europeo,

— el riesgo de “lastre” o de falta de estímulo. Es posible que algunas empresas financiadas con medidas que
cuentan con apoyo público hubiesen podido en cualquier caso obtener financiación en las mismas
condiciones; hay pruebas de que así sucede, aunque se trata de casos anecdóticos. En esos casos los fondos
públicos se utilizan innecesariamente,

— el riesgo de “exclusión”. La presencia de medidas que cuenten con financiación pública podría desanimar a
otros inversores potenciales.

(2) No todas las medidas públicas adoptadas en favor de los sistemas de capital riesgo se encuadran en la
definición de ayuda estatal que se contempla en el apartado 1 del artículo 61 del Acuerdo EEE y, por la tanto,
tampoco se encuadran en el marco del control de las ayudas estatales que lleva a cabo el Órgano. Por
consiguiente, la sección siguiente de las presentes Directrices contiene precisiones sobre el modo en que el
Órgano interpreta la definición de ayuda estatal en lo que respecta a las medidas de capital riesgo.

10A.4. Aplicabilidad del apartado 1 del artículo 61 a las medidas de capital riesgo

(1) En el caso de medidas en forma de subvención o préstamo, suele estar claro qué empresa es potencialmente la
beneficiaria, a efectos de determinar la existencia de una ayuda estatal. Sin embargo, algunos instrumentos
concebidos para fomentar el capital riesgo son más complejos porque los poderes públicos crean incentivos
para que un grupo de operadores económicos (inversores) facilite fondos a otro grupo (por ejemplo, empresas
más pequeñas). Dependiendo del diseño de la medida, y aún en el caso de que la intención de los poderes
públicos sólo sea ofrecer ventajas al segundo grupo (7), las empresas, ya pertenezcan a uno u otro de estos
“niveles”, o a ambos, pueden ser beneficiarias de una ayuda estatal. Por otra parte, en algunos casos la medida
prevé la creación de un fondo o de otro instrumento de inversión con una existencia independiente de los
inversores y de las empresas en las que se invierte. En estos casos es también necesario determinar si se puede
considerar que el fondo o instrumento es una empresa que disfruta de una ayuda estatal.

(2) Al evaluar las medidas de capital riesgo, el Órgano tendrá, por lo tanto, que considerar la posibilidad de que
las medidas puedan ser constitutivas de ayuda como mínimo en tres niveles distintos:

— ayuda a los inversores,

— ayuda a cualquier fondo u otro instrumento a través de los cuales opere la medida (en el caso de un
“fondo de fondos”, es posible que exista más de uno de estos niveles),

— ayuda a las empresas en las que se invierte.

(3) Para que una medida se encuadre en el ámbito de aplicación del apartado 1 del artículo 61 del Acuerdo EEE,
se han de cumplir cuatro criterios acumulativos:

— la medida debe implicar el uso de recursos públicos; en caso de participación financiera directa por parte
de los poderes públicos en medidas de capital riesgo, o de incentivos fiscales para los inversores, suele ser
evidente,

— la medida ha de falsear la competencia mediante la concesión de una ventaja al beneficiario. De
conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el Órgano debe
asumir la probabilidad de que exista ayuda estatal cuando se aporten recursos públicos de una forma que
no sería aceptable para un inversor privado que opere en condiciones normales de economía de mercado.
Por el contrario, en el caso de que las autoridades públicas inviertan en condiciones que sean aceptables

(7) El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha declarado que el artículo 87 del Tratado CE no distingue entre las
medidas de intervención estatal en cuestión por referencia a sus causas u objetivos sino que las define en relación con sus efectos
(Asunto 173/73, Italia contra Comisión: Recopilación 1974, p. 709).
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para tal inversor privado, no existe ventaja alguna y, por lo tanto, no hay ayuda estatal (8). De ello se
deduce que, cuando los recursos públicos se aporten en las mismas condiciones que se aplican a los
inversores privados (pari passu), se podrá concluir, por lo general, que la medida no confiere ventajas. No
obstante, cuando se faciliten los recursos públicos en condiciones más favorables, siempre supondrán una
ventaja,

— esa ventaja debe ser selectiva, es decir, limitada a determinadas empresas. Cuando una medida se aplica sin
limitación o sin distinción sectorial o geográfica a todas las empresas en el territorio de un Estado de la
AELC, no es selectiva (9). Por el contrario, cualquier medida que, por su naturaleza, sólo pueda aplicarse a
un número reducido de empresas, es selectiva. Asimismo, una medida será selectiva si prevé que las
inversiones se hagan solamente en ciertas empresas, limitadas, por ejemplo, por sector o por región. Es
preciso señalar la posibilidad de que una medida general por lo que se refiere a inversores (es decir,
disponible para todos los inversores) sea, sin embargo, selectiva por las empresas en las que se invierte (10).

— la medida debe afectar al comercio entre Partes contratantes del Acuerdo EEE. Puesto que la inversión de
capital es una actividad objeto de un elevado nivel de intercambios entre las Partes contratantes del
Acuerdo EEE, y dado que cualquier medida que proporcione una ventaja a los inversores tiene el objetivo
declarado de afectar a sus decisiones de inversión, el Órgano considerará, por lo general, que las medidas
de capital riesgo destinadas a los inversores cumplen este criterio. Para evaluar cualquier incidencia sobre
el comercio, el Órgano ha de considerar las consecuencias sobre los mercados de capital de forma más
general y no simplemente sobre los inversores que hayan podido venir operando previamente o no en el
mercado de aportación de capital en acciones a las empresas destinatarias de la medida. De modo análogo,
a menos que pueda demostrarse que todas las inversiones se harán en empresas que llevan a cabo
actividades que no sean objeto de intercambios entre las Partes contratantes del Acuerdo EEE, el Órgano
considerará que se cumple este criterio a todos los niveles para los que se cumplen los demás criterios (11).

(4) Algunos otros capítulos de las presentes Directrices sobre ayudas estatales contribuyen también a valorar si
determinadas medidas corresponden a la definición de ayuda estatal y pueden ser pertinentes para las medidas
de capital riesgo, entre ellos los capítulos sobre las sociedades de cartera de los poderes públicos, sobre la
aplicación de las normas relativas a las ayudas estatales a medidas relativas a impuestos empresariales directos
y sobre las garantías del Estado (12). El Órgano continuará aplicando estos textos al evaluar si las medidas de
capital riesgo constituyen o no ayudas estatales.

(5) De conformidad con los principios anteriormente establecidos, el Órgano tomará en consideración los
factores siguientes a la hora de determinar si existe ayuda estatal en cada uno de los diversos niveles.

(I) Ayuda a los inversores

Los inversores gozan de una ventaja. en caso de que una medida les permita participar en el capital en
acciones de una empresa o grupo de empresas en condiciones más favorables que a los inversores
públicos, o que si hubieran llevado a cabo tales inversiones en ausencia de dicha medida (13). Ése sigue
siendo el caso aunque la medida persuada al inversor de la conveniencia de conceder una ventaja a la
empresa o empresas de que se trate. El hecho de que, debido a la existencia de una deficiencia de
mercado, ningún inversor realizaría tales inversiones, de no ser por la medida, no basta en sí mismo para
refutar la presunción de la existencia de una ventaja. En realidad, se ofrece a los inversores condiciones
más ventajosas para compensarles por los factores que causan las deficiencias del mercado y el Órgano
estima que esa compensación debe considerarse como ventaja, que será constitutiva de ayuda si los
inversores son empresas y si se cumplen las demás condiciones antes descritas y especialmente la
selectividad. No obstante, siempre que la ventaja se limite a la cantidad necesaria para compensar los
factores que causan la deficiencia del mercado, puede considerarse compatible con el Acuerdo EEE, si
cumple los principios descritos en la sección 10A.8, al tener una incidencia escasa.

(II) Ayuda a un instrumento o fondo intermediario

Por regla general, el Órgano tiende a considerar que un fondo es un instrumento para la transferencia de
ayudas a los inversores y a las empresas en las que se invierte, en lugar de ser un beneficiario de ayuda
en sí mismo. Sin embargo, en ciertos casos, especialmente en el de las medidas que implican transferen-
cias destinadas a fondos ya existentes con numerosos y diversos inversores, el fondo puede adoptar la
forma de una empresa independiente. En ese caso, estaremos, por lo general, en presencia de ayuda, a
menos que la inversión se realice en condiciones que sean aceptables para un operador económico
normal en una economía de mercado y, por lo tanto, no conceda ninguna ventaja al beneficiario.

(8) Véase la decisión de la Comisión de 4 de octubre de 2000 en el asunto N 172/2000 (Irlanda) Seed and Venture Capital Fund
Scheme (DO C 37 de 3.2.2001, p. 48).

(9) Tal podría ser el caso, por ejemplo, de una medida fiscal que fomente la inversión en determinado tipo de instrumento financiero.
(10) Véase, por ejemplo, la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en el asunto C-156/98, Alemania contra

Comisión, Recopilación. 2000, p. I-6857.
(11) A este respecto, el Tribunal de Justicia sostuvo que: “Cuando se trate de un programa de ayudas, la Comisión puede limitarse a

estudiar las características del programa en cuestión para apreciar si, por la cuantía o por el elevado porcentaje de las ayudas, por
las características de las inversiones fomentadas o por otras circunstancias previstas por el programa, éste concede una ventaja
sensible a los beneficiarios en relación con sus competidores y puede aprovechar a empresas que participan en los intercambios
entre Estados miembros”. Asunto 248/84: Alemania contra Comisión, Rec., 1987 p. 4013, apartado 18.

(12) Cabe, no obstante, señalar que es más probable que las garantías concedidas por el Estado a favor de la inversión en capital de
riesgo incluyan un elemento de ayuda al inversor que las garantías tradicionales de préstamo, que se considera normalmente que
constituyen una ayuda al prestatario en vez de al prestamista.

(13) Tal puede ser el caso de medidas que ofrezcan financiación a los inversores para que inviertan en tales participaciones, en caso
de que esta oferta se efectúe en condiciones más favorables que las de mercado.
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(III) Ayuda a las empresas en las que se invierte

Una vez más, la prueba principal consiste en determinar si la empresa ha recibido la inversión en
condiciones que serían aceptables para un inversor privado en una economía de mercado. Esta prueba se
supera, por ejemplo, si la inversión realizada a través de las medidas de capital riesgo se efectúa pari passu
con dicho inversor o inversores. En caso de que no sea así, el hecho de que las decisiones de inversión
estén siendo tomadas por los gestores comerciales de los fondos de capital riesgo o por los represen-
tantes de los inversores, interesados en garantizar un rendimiento máximo para los mismos, es un
indicador importante, aunque no concluyente en sí mismo. El Órgano debe también tener en cuenta la
posibilidad de que cualquier ventaja concedida a los inversores en los fondos se transfiera a las empresas
en las que se invierte, en caso de que el fondo no efectúe las inversiones pari passu con un inversor
privado en una economía de mercado. Si una medida de capital riesgo ha reducido los riesgos o
aumentado los rendimientos que los inversores obtendrían de la realización de una inversión determi-
nada, ya no se podrá decir que los inversores actúan como un operador económico normal (14).

(6) El hecho de que una medida sea constitutiva de ayuda, y a qué nivel, dependerá de su concepción. Algunas
medidas pueden por ejemplo revestir un carácter general a escala de los inversores pero constituir, sin
embargo, una ayuda estatal a escala de las empresas individuales (15); ciertas medidas pueden ofrecer una
ayuda estatal a los inversores pero no a las empresas en las que se invierte, mediante la aplicación del
principio pari passu antes descrito (16), y otras medidas podrían constituir ayuda estatal a más de un nivel (17).

(7) En los casos en que toda ayuda proporcionada a los beneficiarios sea de minimis en el sentido de la regla de
minimis y de su aplicación, entonces se considera que no cumple todos los criterios del apartado 1 del artículo
61 del Acuerdo EEE. En las medidas de capital riesgo, la aplicación de la regla de minimis se ve obstaculizada
por dificultades de cálculo (véase también la sección 10A.5 y también por el hecho de que las medidas pueden
conceder ayuda no sólo a las empresas escogidas sino también a otros inversores. Sigue siendo aplicable, sin
embargo, en los casos en los que puedan superarse estas dificultades. Si un programa aporta capital público
por un importe inferior o igual a 100 000 euros a cada empresa a lo largo de un período de tres años, se
tiene la certeza de que cualquier ayuda a esas empresas se encuadra dentro de los límites establecidos por las
disposiciones de minimis de las Directrices.

10A.5. Evaluación de la compatibilidad de las medidas de capital riesgo con arreglo a las normas sobre ayudas
estatales: aplicación de los textos en vigor

(1) En los casos en que las medidas constituyan ayuda estatal, el Órgano tendrá que valorar si pueden
considerarse compatibles con el funcionamiento del Acuerdo EEE de conformidad con los apartados 2 y 3 del
artículo 61. La mayoría de las medidas de capital riesgo sólo podrían considerarse compatibles con arreglo a
lo dispuesto en la letra a) del apartado 3 (por lo que se refiere a las medidas que se aplican solamente en las
regiones que pueden acogerse a la excepción contemplada en ese apartado), y en las letras c) o d) del mismo
apartado 3.

(2) Es probable que entre los objetivos inmediatos de las medidas de capital riesgo se incluya el fomento de las
pequeñas y medianas empresas (PYME), y especialmente el de las empresas nuevas o innovadoras, o empresas
con un alto potencial de crecimiento, y la promoción del desarrollo de una región específica. El Órgano ya ha
adoptado textos conforme a los cuales pueden autorizarse las ayudas estatales que persigan tales objetivos con
arreglo a lo dispuesto en las letras a) o c) del apartado 3 del artículo 61 (18). El poder público que conciba la
medida puede también tener como objetivo animar a un mayor número de inversores a ofrecer este tipo de
financiación. No existe ningún texto sobre ayudas estatales en este campo, y hasta ahora no se ha reconocido
explícitamente como un objetivo capaz en sí mismo de justificar las ayudas estatales. No obstante, ello no
impide en modo alguno la compatibilidad de una medida que cumpla las condiciones de otros marcos o
directrices.

(3) Una característica de las directrices en vigor por las que se autorizan las ayudas estatales conforme a las letras
a) o c) del apartado 3 del artículo 61 es que se autorizan las ayudas hasta un nivel que representa un
“equivalente de subvención” de un porcentaje fijo de algunos de los costes de la empresa beneficiaria. Estos
“costes subvencionables” son fundamentalmente las inversiones fijas en bienes raíces, edificios, nuevo equipo
productivo y activos inmateriales (patentes, know-how, etc.), los costes laborales ligados a la inversión en
activos fijos y los costes de los servicios de consultoría. La experiencia ha demostrado, sin embargo, que, a
menudo, las medidas de capital riesgo no pueden ser consideradas compatibles con arreglo a estas normas,
por alguna de las razones que figuran a continuación o por todas ellas:

(14) Véase por ejemplo, la Decisión 98/476/CE de la Comisión (DO L 212 de 30.7.1998, p. 50). Este asunto fue objeto de la
sentencia del Tribunal de Justicia en el asunto C-156/98 mencionado en la nota a pie de página 10.

(15) Véase la nota 14.
(16) Véase, por ejemplo, la decisión de la Comisión en el asunto N 705/99, Fondo de alta tecnología del Reino Unido.
(17) Véase la Decisión 2001/406/CE de la Comisión en el asunto C 46/2000, Viridian Growth Fund (Irlanda del Norte) (DO L 144 de

30.5.2001, p. 23).
(18) Véanse las actuales Directrices sobre ayudas estatales relativas a las ayudas a pequeñas y medianas empresas y sobre las ayudas

regionales nacionales.



ES Diario Oficial de las Comunidades Europeas30.5.2002 L 140/33

— la dificultad de determinar un “equivalente de subvención” del capital en acciones. Aunque el Órgano ha
establecido normas para determinar tales equivalentes en relación con los préstamos y las garantías (19), no
dispone de este tipo de fórmula por lo que respecta al capital en acciones. Frente a ello, el Órgano estima
que una dificultad técnica de cálculo no puede bastar en sí misma para hacer que una medida sea
incompatible con el funcionamiento del Acuerdo EEE. Está analizando opciones que conduzcan a una
posible metodología al respecto y, mientras tanto, se declara abierta a los métodos de cálculo que se le
propongan acompañando a las notificaciones de medidas de capital riesgo (20),

— la dificultad de establecer un vínculo con los costes subvencionables, especialmente en el marco de
medidas que ofrecen incentivos para los inversores, y en particular con arreglo a medidas que adopten la
forma de fondos. Tal vínculo no es fácilmente reconciliable con la gestión comercial de los fondos que
exigirán los inversores que participen en ellos y puede plantear dificultades de verificación y aplicación,

— para las medidas que ofrecen ayuda a nivel de los inversores, el hecho de que ningún texto actual sirva de
base para autorizar tal ayuda.

(4) El Órgano cree que, por lo general, hay buenas razones para optar por el planteamiento de los “costes
subvencionables”. Este enfoque aporta certeza, previsibilidad y una base para limitar la ayuda y garantizar la
igualdad de trato entre las regiones y los Estados del EEE. Ha sido de gran utilidad hasta ahora y es probable
que sirva de base para la mayor parte del control de las ayudas estatales en el futuro. El Órgano estima que
harían falta muy buenas razones para prescindir de él.

(5) El riesgo de apartarse de este principio implica especialmente que se puedan autorizar ayudas estatales que no
sean más que “ayudas de funcionamiento”, es decir, ayudas destinadas a cubrir los gastos normales de una
empresa. El Órgano cree que tales ayudas, que pueden aislar al beneficiario de los efectos de la inviabilidad
comercial, se encuentran entre los tipos de ayudas estatales que más falsean la competencia y sólo se
autorizan en muy pocas circunstancias.

(6) Sin embargo, el Órgano cree también que el hecho de que las medidas de capital riesgo no se puedan
considerar compatibles en aplicación de las Directrices existentes, y en especial las dificultades enumeradas
anteriormente, no constituye en sí mismo una justificación para que las medidas sean incompatibles con el
mercado común. En cuanto a las dificultades mencionadas en los apartados anteriores, el Órgano ha señalado
que:

— los costes considerados subvencionables con arreglo a las directrices en vigor son de menor importancia
para muchas empresas jóvenes o innovadoras. En cualquier caso, tales costes podrán ser financiados con
mayor frecuencia mediante préstamo; la necesidad de capital en acciones suele ir ligada no sólo a activos
sino también a la necesidad de capital de explotación durante la fase de puesta en marcha o expansión de
una empresa,

— la falta de un vínculo con los costes subvencionables según lo definido en los textos actuales no demuestra
necesariamente la existencia de ayuda de funcionamiento, entendida como ayuda que corre con los gastos
normales de explotación de una empresa y cuyo único cometido es mantenerla en activo. No se puede
considerar que las ayudas que constituyan un incentivo en las fases de puesta en marcha o expansión de
una empresa son ayudas de funcionamiento en este sentido, por lo que podrían ser aceptadas en
determinadas circunstancias,

— por lo que se refiere a las ayudas a los inversores, una medida no puede ser considerada incompatible
exclusivamente porque, al participar en ella inversores del sector privado o del mercado, constituye una
ayuda estatal para ellos y para las empresas en las que se invierte. Por lo general, en el caso de que una
transferencia realizada por el Estado fuese compatible con las normas sobre ayudas estatales, el Órgano
cree que también se debería autorizar una medida que ofrezca un incentivo mínimo a otros operadores
económicos para hacer la misma transferencia, aun cuando técnicamente implique una ayuda a tales
operadores.

10A.6. Base para autorizar medidas de capital riesgo de conformidad con las letras a) y c) del apartado 3 del artículo
61 del Acuerdo EEE

(1) La base principal sobre la cual el Órgano puede autorizar las medidas de capital riesgo aunque no se
encuadren en el ámbito de aplicación de las normas en vigor consiste en que una de las principales
dificultades con que se encuentran las PYME, y en especial las pequeñas empresas y las empresas que acaban
de iniciar su andadura, es la de obtener capital y crédito. Ello se debe, entre otras causas, a una información
imperfecta, a la aversión de los inversores y las entidades crediticias a correr riesgos y a las escasas garantías
que pueden ofrecer las PYME (21). Un obstáculo importante para la aportación de capital en acciones puede ser
los elevados costes de transacción y de diligencia debida “due diligence” relativos al capital que se aporte.

(19) Por ejemplo las actuales directrices sobre ayudas estatales relativas a la norma de minimis, a las garantías del Estado y a la ayuda
regional nacional.

(20) Ello podría incluir una metodología basada en el coste de ofrecer una garantía determinada. Véase la decisión de la Comisión de
28 de febrero de 2001 en el asunto N 551/2000 (Alemania): BTU — Beteiligungskapital für kleine Technologieunternehmen (DO
C 117 de 21.4.2001, p. 17).

(21) Véase el capítulo de las presentes Directrices sobre ayudas estatales relativo a las ayudas en favor de las pequeñas y medianas
empresas.
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(2) El Órgano reconoce que la financiación pública de medidas de capital riesgo, limitadas a paliar las deficiencias
identificables del mercado, tiene un papel que desempeñar. Este concepto de deficiencia del mercado puede
definirse como una situación en la que no se logra la eficiencia económica debido a las imperfecciones en los
mecanismos del mercado. Una deficiencia del mercado puede manifestarse en la incapacidad del sistema para
producir los bienes que se demandan (en este caso, un mercado de capitales de riesgo), o en una distribución
inadecuada de los recursos, que podría mejorarse de tal manera que algunos consumidores ganaran con ello y
que ninguno perdiera. Los costes externos vinculados a la formación y a las actividades de investigación y
desarrollo conducen a una deficiencia del mercado que justifica la ayuda estatal en esos sectores.

(3) Habida cuenta de que la teoría económica predice que, por lo general, los mercados fallan en algún aspecto,
salvo en condiciones de competencia perfecta, los términos “deficiencia del mercado” se reservan a los casos
en los que se estima que se ha producido un caso grave de mala distribución de recursos. Dos son los factores
principales que generan deficiencias en relación con los mercados de capital riesgo que afectan especialmente
a la posibilidad de que las PYME y las empresas que se encuentran en las fases iniciales de su desarrollo
accedan al capital y que puedan justificar la intervención pública:

— una información imperfecta o asimétrica: los inversores potenciales se enfrentan a un mayor número de
dificultades a la hora de hacer acopio de información fiable sobre las perspectivas comerciales de una
PYME o una empresa de nueva creación. Especialmente si las empresas desarrollan proyectos muy
innovadores o arriesgados, el hecho de contar con información deficiente agravará los problemas que
plantea la evaluación de riesgos.

— los costes de transacción: las operaciones poco importantes resultan menos atractivas para los fondos de
inversión debido a los costes relativamente elevados de la evaluación de la inversión y los demás costes de
transacción.

(4) El Órgano cree que estos factores pueden causar una deficiencia del mercado que justificaría la ayuda estatal.
Sin embargo, se ha de actuar con cautela. El hecho de que se hayan denegado solicitudes de financiación,
tanto de deuda como de capital en acciones, no es en sí mismo un indicio de la existencia de deficiencias del
mercado. Efectivamente, el Órgano cree que no hay ninguna deficiencia general del mercado de capital riesgo
en el EEE. No obstante, acepta que hay lagunas de mercado para algunos tipos de inversiones, en ciertas
etapas de las vidas de las empresas. Asimismo, reconoce que existen dificultades específicas en regiones que
cumplen las condiciones para acogerse a ayudas con arreglo a las letras a) y c) del apartado 3 del artículo 61
(“regiones asistidas”). Estas lagunas y dificultades ya se han reconocido, en cierta medida, en las Directrices
sobre ayudas estatales ya existentes y, siempre que éstas puedan aplicarse a las medidas de capital riesgo, el
Órgano estará dispuesta a seguir aplicándolas.

(5) Por lo tanto, el Órgano necesitará que se le faciliten pruebas de la deficiencia del mercado antes de estar en
condiciones de autorizar las medidas de capital riesgo que no se encuadren en el ámbito de aplicación de las
normas vigentes. No obstante, puede estar dispuesta a reconocer tal deficiencia del mercado, si cada tramo de
financiación destinado a una empresa, procedente de medidas de capital riesgo, que, a su vez, se financien
total o parcialmente mediante ayuda estatal, incluye un máximo de 500 000 euros, o 750 000 euros en
regiones que cumplan los requisitos para recibir ayudas establecidos en la letra c) del apartado 3 del artículo
61, o de 1 millón de euros, en regiones que cumplan los requisitos para recibir ayudas establecidos en la letra
a) del apartado 3 del artículo 61 (22). Ello se debe a que para las pequeñas transacciones resulta más persuasivo
el argumento de que la deficiencia del mercado existe por los elevados costes de transacción. El hecho de que
se reconozca una deficiencia del mercado no altera, sin embargo, el carácter de ayuda de una medida concreta,
ni la necesidad de evaluar su compatibilidad, especialmente con arreglo a lo dispuesto en la sección 10A.8.

(6) Cuando se reconozca la existencia de una deficiencia del mercado, el órgano examinará si las medidas de
ayuda estatal son proporcionales a la supuesta deficiencia del mercado que intentan compensar, e intentará
minimizar cualquier falseamiento. El Órgano estima que la mejor manera de lograrlo sería empleando
medidas que no vayan más allá de garantizar que los inversores de mercado aporten capital y que tengan
como consecuencia que se tomen decisiones de inversión sobre una base comercial y en condiciones que se
acerquen lo más posible a las que prevalecen en la economía normal.

(7) La diversidad de posibles modelos para las medidas de capital riesgo y la relativa novedad de algunos de los
instrumentos que están siendo concebidos por los Estados de la AELC implican que el órgano no está en
condiciones de definir unos criterios rígidos para autorizar o no tales medidas. Sin embargo, ha identificado
ciertos elementos que considerará positivos, y otros negativos, en su evaluación Estos elementos se recogen en
la sección 10A.8. El hecho de que los criterios se conciban de esta manera refuerza la importancia de que
todas las medidas de capital riesgo que constituyan o puedan constituir ayuda estatal sean notificadas a el
órgano de conformidad con el apartado 3 del artículo 1 del Protocolo 3 del Acuerdo de Vigilancia y
Jurisdicción antes de que se lleven a la práctica, a menos que queden exentas de la obligación de notificación
en virtud de una excepción como la que se cita en el punto 7 de la sección 10A.4. En los casos en que el
órgano esté en posesión de una notificación completa que demuestre que una medida contiene numerosos
elementos positivos y ningún elemento negativo, el órgano procederá a efectuar una evaluación rápida de la
misma en los plazos fijados en la parte de procedimiento de las actuales Directrices sobre ayudas estatales.

(22) Se consideraría que forman parte del mismo tramo las inyecciones separadas de capital que se realicen con un intervalo de seis
meses, al igual que otras inyecciones, aunque se realicen a lo largo de un período más prolongado, cuando hayan sido compro-
metidas en una misma operación.
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10A.7. Forma de la medida de ayuda

(1) El Órgano considera que, por regla general, la elección de la forma de una medida de ayuda depende del
Estado de la AELC de que se trate, algo que también es válido para las medidas de capital riesgo. No obstante,
tal como se especifica en la sección 10A.8, la evaluación de tales medidas que lleve a cabo el órgano tendrá en
cuenta si animan a los inversores a aportar capital riesgo a las “empresas objetivo” y si pueden desembocar en
la toma de decisiones de inversión sobre la base de criterios comerciales (es decir, de optimización de
beneficios). El órgano cree que, entre los tipos de incentivos para los inversores capaces de lograr este
resultado, y, por lo tanto, de recibir el visto bueno con arreglo a los criterios fijados en la sección 10A.8,
cuando constituyan ayuda estatal, se encuentran los siguientes:

— constitución de “fondos de inversión” (“fondos de capital riesgo”) en los que el Estado es socio, inversor o
partícipe, aunque sea en condiciones menos ventajosas que las de otros inversores,

— “subvenciones” a fondos de capital riesgo para cubrir parte de sus costes administrativos y de gestión,

— “otros instrumentos financieros” a favor de inversores de capital riesgo o de fondos de capital riesgo para
proporcionar el capital adicional para la inversión,

— “garantías” a inversores de capital riesgo o a fondos de capital riesgo que cubran una proporción de las
pérdidas de inversión, o garantías dadas con relación a préstamos concedidos a inversores/fondos para la
inversión en capital riesgo (23),

— “incentivos fiscales” a inversores para llevar a cabo inversiones de capital riesgo.

(2) El Órgano no tiene intención de utilizar los criterios que figuran en la sección siguiente para autorizar
medidas que puedan aportar capital a una empresa exclusivamente en forma de préstamos (incluido prés-
tamos subordinados y préstamos en forma de participaciones) u otros instrumentos que ofrezcan al inversor/
prestamista un rendimiento mínimo fijo, ya sea mediante fondos ya sea por otros medios. Esta aportación de
capital no es “capital riesgo” a efectos de la definición que figuran en la nota a pie de página 3 y el Órgano
considera que las normas existentes, que se refieren especialmente al cálculo de cualquier elemento de ayuda y
al vínculo con los costes subvencionables, son las apropiadas para evaluar tales medidas.

(3) El Órgano no tiene intención de utilizar los criterios que figuran en la sección siguiente para autorizar una
medida ad hoc que aporte capital a una empresa determinada.

10A.8. Criterios para evaluar la compatibilidad

(1) Tal como ya se ha explicado en la sección 10A.6, los criterios se expresan en forma de “elementos positivos y
negativos”. No todos los elementos tienen el mismo peso, y en la lista siguiente los elementos más
importantes figuran en primer lugar. Ningún elemento es esencial, ni se puede considerar que un conjunto de
ellos baste por sí solo para garantizar la compatibilidad. En algunos casos su aplicabilidad, y la importancia
que se les dé, puede depender de la forma de la medida. La evaluación de el órgano tendrá en cuenta la
especificidad regional de cualquier medida y estará sujeta a una prueba global de proporcionalidad.

Las medidas se evaluarán en cada nivel. En aquellos casos en los que la aportación de capital riesgo a una
empresa esté vinculada a los costes que pueden optar a ayudas en aplicación de una directriz ya existente,
dicha directriz puede aplicarse como alternativa a los principios que figuran más adelante para evaluar la
ayuda a dicha empresa, en consonancia con los puntos 10A.2(3) y 10A.5(2). No obstante, si la medida en
cuestión también ofrece ayuda a los inversores, ésta tendrá que seguir siendo evaluada con arreglo a los
principios que figuran más adelante.

(2) En caso de que se cumplan los límites para los volúmenes de transacción fijados en el punto 10A.6(5) y de
que sólo los inversores (o un instrumento de inversión) sean beneficiarios de ayuda estatal al amparo de la
medida, dicha ayuda estatal será compatible siempre que sea proporcional a las desventajas de coste que se
tratan de abordar, tales como los costes relativos de análisis y gestión más elevados de las pequeñas
inversiones. Para determinar si tal es el caso, se utilizarán las disposiciones del punto 10A.8(3).

El Órgano exigirá que se presenten pruebas de deficiencias del mercado, en caso de que se superen los
volúmenes de transacción fijados en el punto 10A.6(5).

(3) Una vez que se haya demostrado la existencia de deficiencias en el mercado, el órgano analizará los elementos
siguientes, a la hora de evaluar una medida de capital riesgo a tenor de las disposiciones sobre ayudas estatales
del Acuerdo EEE:

(23) La segunda alternativa constituye uno de los medios de intervención de la Oficina para la Pequeña Empresa de los Estados
Unidos a favor de las sociedades de inversión en las pequeñas empresas.
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La restricción de las inversiones o, en su defecto, de una mayoría de los fondos invertidos:

— a las pequeñas empresas (24) o incluso a “microempresas”, y

— a las pequeñas y medianas empresas durante sus fases de puesta en marcha u otras fases iniciales (25) o en
regiones asistidas,

se considerará un elemento positivo. Una vez superadas las fases de puesta en marcha o inicial, el acceso a la
financiación para las empresas medianas deberá estar sujeto a un límite por empresa del total financiado
mediante la medida. La restricción a unos volúmenes más pequeños de transacción (es decir, por debajo de
500 000 euros o de 750 000 euros en las regiones que cumplan los criterios exigidos para recibir ayuda de
conformidad con lo dispuesto en la letra c) del apartado 3 del artículo 61 o de 1 000 000 de euros en las
regiones que cumplan los criterios exigidos para recibir ayuda de conformidad con lo dispuesto en la letra a)
del apartado 3 del artículo 61) o a un nivel determinado de deficiencia demostrada del mercado se considerará
también como un elemento positivo.

Las medidas deberían centrarse en las deficiencias del mercado de capital riesgo. Se considerará positivamente si una
medida contempla la concesión de financiación a empresas principalmente mediante la entrada en el capital u
otras fórmulas intermedias. Se considerarán negativamente los casos en los que las medidas aporten importes
significativos de financiación mediante otras formas, o no parezcan constituir un incentivo importante (es
decir, cuando apoyen las inversiones de capital que habrían tenido lugar incluso sin la medida). Sería el caso
de medidas que aportaran nueva financiación a una empresa que ya hubiera recibido una inyección de capital
con ayuda.

Las decisiones de invertir deben realizarse en función de criterios de rentabilidad. Un elemento positivo será la
existencia de relación entre el rendimiento de la inversión y la retribución de los responsables de las decisiones
de inversión. Se supone que este requisito lo cumplen:

— las medidas con arreglo a las cuales todo el capital invertido en las empresas lo aportan inversores de
economía de mercado, que también toman la decisión de inversión, no siendo la ayuda nada más que un
incentivo para que la lleven a efecto, y

— otras medidas en las que intervenga de forma significativa el capital de inversores de economía de
mercado, que se invierta con carácter comercial (es decir, para obtener un beneficio exclusivamente)
directa o indirectamente (26) en los fondos propios de las empresas de que se trate.

En el caso de los fondos, y aunque cada medida se considerará en función de sus propios méritos y otros
aspectos influirán en la evaluación del Órgano, se considerará una “implicación significativa” toda aportación
de al menos el 50 % del capital del fondo, o del 30 %, cuando se trate de medidas que operen en zonas
asistidas. Otros elementos positivos serían:

— un acuerdo entre un gestor profesional de fondos y los partícipes de los mismos, siempre que la
retribución del gestor vaya ligada al rendimiento y se ajuste a los objetivos de los fondos y al calendario de
inversiones propuesto,

— la representación de los inversores del mercado en el proceso de toma de decisiones, y

— la aplicación de las prácticas más adecuadas y la supervisión de la reglamentación en la gestión de los
fondos.

Se considerará negativamente el hecho de que no haya ningún elemento que indique que las decisiones de
inversión se toman en función de criterios comerciales. Se considerará que tal es el caso de las medidas con
una magnitud tan pequeña que se centren sólo en unos pocos proyectos y no sean económicamente viables, o
de las medidas establecidas exclusiva o principalmente para aportar fondos a una empresa determinada
conocida de antemano.

Se debería minimizar el nivel de falseamiento de la competencia entre inversores y entre fondos de inversión. El Órgano
considerará positivamente todo anuncio de licitación para el establecimiento de cualesquiera “condiciones
preferenciales” concedidas a los inversores, o la disponibilidad de tales condiciones para otros inversores. Esta
disponibilidad podría adoptar la forma de una invitación pública a los inversores en el lanzamiento de un
fondo de inversión, o de un sistema (por ejemplo, un sistema de garantía) que permaneciese abierto a nuevos
operadores durante un período ampliado. Los medios por los cuales se podría lograr este elemento positivo
dependerán necesariamente de la forma de la medida en cuestión. Sin embargo, se considerará como elemento
negativo la ausencia de un control de este tipo sobre la compensación excesiva a los inversores, o una medida
en la que el sector público asuma totalmente el riesgo de pérdidas o en la que los beneficios fluyan en su
totalidad a los demás inversores.

(24) En el sentido de la definición de el órgano que figura en el capítulo relativo a las ayudas a pequeñas y medianas empresas
(PYME) de las actuales Directrices sobre las ayudas estatales.

(25) La European Venture Capital Association (Asociación Europea de Capital Riesgo) define la financiación de puesta en marcha
como la que se ofrece a las “empresas para el desarrollo del producto y el marketing inicial; las empresas pueden encontrarse en
fase de creación o llevar poco tiempo operando, pero no han vendido sus productos con carácter comercial”, y otras fases
iniciales como la “financiación que se ofrece a las empresas en sus primeras fases de investigación y desarrollo del producto o a
las empresas que han finalizado la fase de desarrollo del producto y necesitan más fondos para iniciar la fase de fabricación y
venta comercial, aunque sin generar aún beneficios”.

(26) Por “indirectamente” debe entenderse la inversión realizada mediante fondos u otros instrumentos de inversión.
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Orientación sectorial. En la medida en que muchos fondos del sector privado se centran en tecnologías o
sectores innovadores específicos (como por ejemplo, la sanidad, la tecnología de la información y la cultura),
el órgano puede aceptar esa atención especial hacia un sector específico, siempre que ello responda a una
lógica comercial y a de interés general. No obstante, habida cuenta de que el órgano ha mantenido de manera
constante una opinión menos favorable de las medidas sectoriales de ayuda estatal, especialmente en los
sectores sensibles que padecen exceso de capacidad, las medidas deberían descartar específicamente la
concesión de ayudas a las empresas de los sectores de la construcción naval y de la CECA.

Inversión basada en los planes de empresa. El hecho de que para cada inversión exista un plan de empresa que
incluya detalles del producto, las ventas y la evolución de la rentabilidad y por el que se establezca la
viabilidad ex ante del proyecto es práctica comercial habitual en la gestión profesional de fondos y se
considerará como un elemento positivo. Se considerarían negativamente las medidas que no dispongan de un
“mecanismo de salida” para la implicación directa o indirecta del Estado en empresas individuales.

Se ha de evitar la acumulación de medidas de ayuda a una sola empresa. Si una medida ofrece ayuda a las empresas
en las que se invierte, el órgano podrá solicitar compromisos por parte de un Estado de la AELC para evaluar
y establecer límites a otras formas de ayuda estatal destinadas a las empresas financiadas mediante capital
riesgo, también en el marco de regímenes autorizados. Para tales medidas, y a menos que dicho Estado se
comprometa a que esas empresas no reciban ninguna otra ayuda estatal que no sea ayuda de minimis, el
Estado en cuestión deberá proponer a el órgano, para su análisis y aprobación, una evaluación razonable del
elemento de ayuda de la medida que se empleará para aplicar las reglas de acumulación. En caso de que el
capital facilitado a una empresa en el marco de dicha medida de capital riesgo se utilice para financiar los
costes de inversión inicial, investigación y desarrollo u otros costes subvencionables que se puedan acoger a
ayudas en aplicación de otros marcos, el Estado de la AELC deberá incluir el elemento de ayuda en la medida
de capital riesgo a la hora de aplicar los límites máximos de ayuda pertinentes.

10A.9. Observaciones finales

El Órgano se propone aplicar los términos de las presentes directrices durante cinco años. No obstante, habida
cuenta de que el enfoque adoptado en las mismas representa un cambio en relación con los anteriores métodos de
control de las ayudas estatales y de que aborda un ámbito de la economía del EEE en el que se producen cambios
a gran velocidad, se reserva el derecho a adaptar su enfoque a la luz de la experiencia. Asimismo, podrá aclarar
determinados aspectos del mismo sobre cuestiones puntuales, cuando considere que puede ser de utilidad.»
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CORRECCIÓN DE ERRORES

Corrección de errores del Reglamento (CE) no 163/2002 del Consejo, de 28 de enero de 2002, por el que se
amplía el derecho antidumping definitivo impuesto por el Reglamento (CE) no 368/98 sobre las importaciones de
glifosato originario de la República Popular de China a las importaciones de glifosato consignado desde Malasia o
Taiwán, tanto si se declara originario de Malasia o Taiwán como si no, y se da por concluida la investigación por

lo que se refiere a las importaciones de un productor exportador malasio y otro taiwanés

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 30 de 31 de enero de 2002)

En la página 8, en el artículo 1:

— en el apartado 1:

en lugar de: «(Código TARIC 2931 00 95*89)»,
léase: «(Código TARIC 2931 00 95*82)»;

— en el apartado 2:

en lugar de: «(Código TARIC 2931 00 95*89)»,
léase: «(Código TARIC 2931 00 95*82)».

«País Empresa Derecho antisubvenciones Código adicional TARIC

«País Empresa Derecho antisubvenciones Código adicional TARIC

Corrección de errores del Reglamento (CE) no 311/2002 del Consejo, de 18 de febrero de 2002, por el que se
establece un derecho antidumping definitivo sobre las importaciones de determinados discos magnéticos (micro-

discos de 3,5 pulgadas) originarias de Hong Kong y la República de Corea

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 50 de 21 de febrero de 2002)

En la página 23, en el cuadro del apartado 2 del artículo 1:

en lugar de:

Hong Kong Jackin Magnetic Co. Ltd 7,2 % 8775

Plantron (HK) Ltd 6,7 % 8776

Technosource Industrial Ltd 13,3 % 8778

Los demás productores exportadores 24,7 % 8999

República de Corea Todos los productores exportadores 8,1 % —»

léase:

Hong Kong Jackin Magnetic Co. Ltd 7,2 % 8775

Plantron (HK) Ltd 6,7 % 8776

Technosource Industrial Ltd 13,3 % 8778

Los demás productores exportadores 27,4 % 8999

República de Corea Todos los productores exportadores 8,1 % —»
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Corrección de errores del Protocolo del Acuerdo europeo por el que se crea una Asociación entre las
Comunidades Europeas y sus Estados miembros, por una parte, y la República de Hungría, por otra, relativo a la

evaluación de la conformidad y la aceptación de productos industriales (PECA)

(Diario Oficial de las Comunidades Europeas L 135 de 17 de mayo de 2001)

En la página 54, en el anexo «Productos sanitarios», en la sección II, después de la mención «España»:

en lugar de: «Ministerio de Ciencia y Tecnología.»,
léase: «Ministerio de Sanidad y Consumo.».
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